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I.- INTRODUCCION 

Nadie discute que la asistencia del acusado 
y de su abogado defensor sean necesarias 
para la correcta celebración del acto de 
Juicio oral, y así se dispone expresamente 
en los art.731 y 664 LECr para el 
Procedimiento Ordinario; en el art.786.1 
LECr respecto del Procedimiento Abreviado 
y en el art.44 LOTJ.


La situación excepcional ligada a la 
pandemia por Covid-19 puso, en el mes de 
Marzo de 2020 encima de la mesa, un 
problema del proceso penal en los que en 
este artículo pretende profundizar: la 
necesariedad de la presencia física del 

encausado en juicios por delitos graves que 
llevan aparejada la solicitud de prisión 
garantizando así el derecho a la defensa y a 
un proceso con todas las garantías.


El 31 de Julio del presente año ha sido 
publicado en el Boletín Oficial de las Cortes 
Generales, el Proyecto de ley de medidas 
procesales y organizativas para hacer frente 
a l C o v i d - 1 9 e n e l á m b i t o d e l a 
Administración de Justicia, incorporando en 
su artículo 14.2, la necesariedad de la 
presencia física del acusado en los juicios 
por delitos graves; requiriéndose también la 
presencia física del acusado, a petición 
propia o de su defensa letrada, en la 
audiencia prevista en el art. 505 de la 
Lecrim.


II.- PRESENCIA FÍSICA EN LA SALA DEL 
ÓRGANO JUDICIAL. ART. 14.2 
PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS 
PROCESALES Y ORGANIZATIVAS PARA 
HACER FRENTE AL COVID 19 EN EL 
AMBITO DE LA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA 

01
PRESENCIA DE LA PERSONA 

FISICA DEL ENCAUSADO EN LOS 
JUICIOS POR DELITOS GRAVES. 

ART. 505 LECRIM 

Mª Adoración RUIZ RODRÍGUEZ 
Abogada del Ilustre Colegio Abogados de 

Talavera de la Reina
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El acusado tiene  derecho a participar de 
forma activa en el juicio  y ello se cumple, 
como principio general, mediante su 
asistencia física a la sala del órgano judicial, 
con el fin de garantizar el derecho a un 
proceso con todas las garantías y al 
derecho a la defensa


Señala la Instrucción 8/2004, de 17 de 
diciembre, de la Fiscalía General del 
Estado, que el  derecho de defensa es un 
derecho sagrado, quizás el más sagrado de 
todos los derechos en la justicia penal, 
h a b i e n d o d e c l a r a d o e l Tr i b u n a l 
Constitucional1 que el citado derecho 
comprende la intervención, alegación y 
contradicción en la causa. El derecho de 
defensa es, en sus múltiples facetas, la 
principal manifestación del derecho a la 
tutela judicial efectiva que ha de amparar a 
todo ciudadano sin que, en ningún caso 
pueda producirse indefensión, por lo que 
estamos en presencia de uno de los 
derechos fundamentales inherentes a todo 
proceso judicial, integrado por un amplio 
con junto de derechos y garant ías 
instrumentales que, en el ámbito penal, 
vienen del imitadas por el principio 
acusatorio, de forma que debe garantizarse 
el acceso al proceso de toda persona a 
quien se le atribuya, más o menos 
fundadamente, un acto punible y que dicho 
acceso lo sea en condición de imputado, 
para salvaguardar la plena efectividad del 
derecho a la defensa, haciendo valer los 
principios de contradicción e igualdad, y 
evitar que puedan producirse contra el 
investigado, aún en la fase de instrucción 
jud ic ia l , s i tuac iones mater ia les de 
indefensión, efectuando una investigación 
sumarial a sus espaldas, todo ello, 

naturalmente, sin perjuicio de la obligación 
del Juez de garantizar los fines de la 
instrucción mediante la adopción, en los 
casos que los legitiman, del secreto 
sumarial o de la incomunicación del 
procesado.


A día de hoy, estamos viviendo una 
situación de excepcionalidad en la que es 
necesario proteger la salud del investigado 
o acusado y de los otros participantes en el 
acto judicial, derivado del peligro de 
contagio por el COVID 19; éste ha de ser 
uno de los elementos que han de ser 
tenidos en cuenta por el juez o tribunal a la 
hora de valorar y motivar la concurrencia de 
una causa excepc iona l ( j u i c io de 
proporcionalidad) la posible presencia 
telemática del acusado. 


En todo caso , y en re l ac ión con 
los procesos por delito grave, cabe recordar 
que el art.19.2 Real Decreto Legislativo 
16/20 de 28 de Abril, ya regulaba la 
celebración de actos procesales mediante 
presencia telemática, pero que «no 
obstante lo dispuesto en el apartado 
anterior, en el orden jurisdiccional penal 
será necesaria la presencia física del 
acusado en los juicios por delito grave». 


Como puede observarse, el ámbito de esta 
prohibición afecta al acto de juicio en los 
procesos penales por delito grave. Para 
interpretar lo que debemos considerar 
delito grave, hemos de acudir al concepto 
legal contenido en el art.13.1 CP: «son 
delitos graves las infracciones que la Ley 
castiga con pena grave»; siendo penas 
graves las enumeradas en el art.33.2 CP.2
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1 STC 195/1990, Tribunal Constitucional, Sala Primera. Recurso de Amparo 164/1988, de 29 de Noviembre de 
1990

2BOE Nº77 DE 31 DE MARZO DE 2015, LO 1/2015 DE 31 DE MARZO POR LA QUE SE MODIFICA LA LO 
10/1995, DE 23 DE NOVIEMBRE, DEL CODIGO PENAL
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La Comisión Permanente del Consejo 
General del Poder Judicial aprobó el día 27 
de Mayo la “Guía para la celebración de 
actuaciones judicia les te lemáticas” 
afirmaba lo siguiente: «Con arreglo al art. 19 
del RDL 16/2020 la declaración de los 
acusados por delito grave será presencial. 
Só lo en s i tuac iones de manifiesta 
imposibilidad de celebración presencial, y 
siempre que no resulte indicada la 
suspensión y aplazamiento, se considera 
aconsejable llevar a cabo la celebración 
telemática, para lo que se procurará cumplir 
con las exigencias de defensa y garantías 
p r o c e s a l e s c o n s i d e r a d a s p o r l a 
jurisprudencia» (apartado 45); citando a tal 
efecto las Sentencias del Tr ibunal 
Constitucional 2/2010, de 11 enero; del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 
2 de noviembre de 2007 -Zagaria v. Italia- o 
5 de octubre de 2006 -Marcello v. Italia- y 
del Tribunal Supremo 161/2015 de 17 de 
marzo -ROJ: STS 812/2015- y 678/2005 de 
16 de mayo -ROJ: STS 3116/2005-3.


A efectos de garantizar, en primer lugar, y 
como hemos dicho anteriormente la salud 
del investigado o acusado, así como la 
relevancia de la asistencia letrada efectiva 
en estos supuestos, la asistencia telemática 
solamente pueda producirse en aquellos 
casos en los que concurra una razón con 
especial intensidad de tal forma que evite 
perjuicios graves para el propio acusado y/
o para los intereses públicos.


R e s p e c t o d e l a u t i l i z a c i ó n d e 
videoconferencia en delitos graves, 

encontramos la firme oposición del Tribunal 
Supremo en la Sentencia 161/2015, de 17 
marzo4 que afirma lo siguiente: «cuestión 
distinta, ajena al recurso que nos ocupa, es 
la prevención referida a la utilización de la 
videoconferencia para el interrogatorio del 
acusado. En este caso, parece evidente que 
el sacrificio de la comunicación directa de 
aquél con su Abogado puede encerrar, 
como regla general, una inevitable erosión 
del derecho de defensa. De ahí que, pese a 
la mención específica que el art.731 bis 
LECr hace al imputado entre aquellos cuyo 
testimonio puede ser ofrecido mediante 
videoconferencia, es lógica la exigencia de 
fundadas razones de excepcionalidad que, 
m e d i a n t e e l a d e c u a d o j u i c i o d e 
proporcionalidad, respalden la decisión de 
impedir el contacto visualmente directo del 
órgano de enjuiciamiento con el imputado”


En el caso concreto, la utilización de la 
videoconferencia se fundamentó en razones 
de seguridad, atendiendo a la elevada 
peligrosidad  apreciable en alguno de los 
acusados. Razona la STS que «aunque 
pudiera encontrar inicialmente un soporte 
normat ivo en los preceptos antes 
i n d i c a d o s , n o s e h a j u s t i fi c a d o 
adecuadamente, visto el aporte de su 
escasa, por no decir nula, fundamentación, 
más allá de la mera afirmación de su 
concurrencia, al extenderla por añadidura y 
sin discriminación alguna a todos los 
acusados, máxime si tenemos en cuenta, 
por otro lado, la existencia de medios más 
que suficientes para neutralizar ese peligro, 
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3GUIA para la celebración de actuaciones telemáticas. Comisión Permanente Consejo General Poder Judicial. 
Apartado 45, con referencia II Nota.

4Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo 161/2015, de 17 de Marzo, número de Resolución 
161/2015, Ponente, Excmo. Sr. Manuel Marchena Gómez
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sin necesidad imperiosa de suprimir 
derechos fundamentales de los juzgados. 
Piénsese, si no, en los numerosos Juicios 
que se celebran en órganos especializados 
en el enjuiciamiento de individuos acusados 
de pertenencia a organizaciones terroristas, 
bandas armadas u otros supuestos 
semejantes, para los que, a pesar de su 
indudable peligrosidad potencial, no por 
ello se les restringe su derecho a estar 
presentes en la Sala de Audiencia, sino que 
se adoptan las medidas oportunas, incluso 
mediante la especial adecuación de la Sala, 
para la celebración del acto con su 
asistencia al mismo». Y concluye que «esta 
Sala no puede permitir la apertura generosa 
de tan discutible portillo, facilitando una 
interpretación amplia de las posibilidades 
del Juicio mediante videoconferencia que, 
antes, al contrario, deben ser entendidas 
desde planteamientos rigurosamente 
restrictivos».


III.- PRESENCIA DEL ACUSADO A 
PETICION PROPIA O DE LA DEFENSA 
LETRADA DEL ACUSADO. ART. 505 
LECRIM. 

El segundo apartado del art. 14 del 
Proyecto de Ley recoge el requerimiento de 
la presencia física del acusado, a petición 
propia o de su defensa letrada, en la 
audiencia prevista en el art. 505 de la 
Lecrim.


Como sabemos, la prisión provisional es 
una medida cautelar personal, que supone 
privar de libertad a una persona a la que se 
imputa un hecho tipificado como delito, en 

t a n t o s e t r a m i t a e l c o n s i g u i e n t e 
procedimiento penal, esto es una medida 
excepcional y de carácter temporal.


El art. 503 de la Lecrim es claro y preciso 
respecto a los requisitos a los que se debe 
sujetar la adopción de esta medida5.


Una vez cumplidos los requisitos, la Lecrim 
exige para adoptar la medida indicada que 
se haya celebrado la Audiencia prevista en 
el artículo 505 de la LECr, con asistencia 
del imputado y del Ministerio Fiscal, y que 
la prisión haya sido solicitada por el Fiscal, 
o por parte acusadora. 


La Sentencia del Tribunal constitucional 
91/2018 de 17 de Septiembre establece la 
exigibilidad de «una audiencia previa o 
inmediata posterior en caso de urgencia en 
la que se sustancie la pretensión de las 
acusaciones de que se adopten o agraven 
las medidas cautelares privativas de 
libertad».


Ahora bien, con la crisis sanitaria del Covid 
19 y hasta la aprobación del Proyecto de 
Ley, y con el único fin de garantizar, como 
hemos dicho la salud del acusado y del 
resto de intervinientes no han sido pocas 
las audiencias celebradas de forma 
telemática para acordar la medida de 
prisión provisional.


A partir del Proyecto de Ley, la cuestión 
cambia sustancialmente siempre y cuando 
se requerirá la presencia del acusado a 
petición propia o de su defensa letrada con 
el único fin de garantizar la celebración de 
la audiencia con estricto respeto al derecho 
de defensa y todas las garant ías 
procesales.
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5 MORENO CATENA, VICTOR. CORTES DOMINGUEZ, VALENTIN. Manuel Derecho Procesal Penal. 8ª Edición. 
Tirant Lo Blanch. Pag 322
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IV.- CONCLUSIONES 

La crisis sanitaria que estamos viviendo 
puso en la mesa en el Mes de Marzo, como 
hemos expresado un problema del proceso 
penal: la presencia física del acusado en los 
juicios por delitos graves, con el fin de 
garantizar el sagrado derecho a la defensa 
de éste.


Como todos hemos vivido han sido 
múltiples los juicios telemáticos que se han 
celebrado, entendiendo lógicamente que lo 
que se pretende es procurar la salud del 
a c u s a d o , a s í c o m o d e l r e s t o d e 
intervinientes en el proceso penal.


E l P royec to de Ley p rocesa les y 
organizativas para hacer frente al Covid-19 
en el ámbito de la Administración de 
Justicia de fecha 31 de Marzo ha 
implementado en el art. 14 la necesariedad 
de la presencia física del acusado en juicios 
por delitos graves, del mismo modo la 
Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial en la “Guía para la 
celebración de actuaciones judiciales 
telemáticas” indica que para este tipo de 
delitos será necesaria la presencia del 
acusado, si permite que en situaciones de 
excepcionalidad y siempre que se respete 
el derecho de defensa y garantías 
p r o c e s a l e s s e p o d r á n c e l e b r a r 
telemáticamente.


El apartado 2 recoge del art. 14 del 
proyecto de Ley señala que la Audiencia 
para acordar la Medida cautelar de prisión 
provisional podrá ser a petición del acusado 
o de su defensa letrada; hemos visto como 
para la adopción de la medida cautelar de 
prisión provisional, además de exigirse una 

serie de requisitos para su adopción, el art. 
505 de la Lecrim señala que se celebrará 
una audiencia a petición del Ministerio 
Fiscal o de las partes acusadoras.


Pues bien, y en aras a garantizar el estricto 
derecho de defensa y de un proceso con 
todas las garantías el Proyecto de Ley 
establece que la Celebración de dicha 
Audiencia se realizará presencialmente a 
petición del acusado o su defensa Letrada.


En un momento tan cambiante como el que 
estamos viviendo, es reconfortante y bueno 
saber que, a pesar del temporal, los 
derechos y garantías procesales siguen 
estando protegidos.
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02 CUESTIONES SOBRE 
COMPETENCIA 

TERRITORIAL PENAL

SUMARIO:  

I. INTRODUCCIÓN 


II. CUESTIONES SOBRE COMPETENCIA TERRITORIAL PENAL


III. CONCLUSION


IV. IBIBLIOGRAFÍA


I. INTRODUCCIÓN 

La competencia territorial, es en ocasiones objeto de discusión en 
fase de instrucción de los procedimientos y causas penales. A 
pesar de existir una norma bastante específica y concreta al 
respecto, esta ha dado lugar a interpretaciones y aplicación de 
principios doctrinales y jurisprudenciales como veremos más 
adelante.


El presente trabajo, tiene como finalidad resumir las cuestiones 
más relevantes en materia de competencia territorial. 


La regulación de la competencia territorial, que se haya recogida 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, no ha resultado suficiente, 
especialmente para los casos en que existe pluralidad de delitos, 
delitos de naturaleza continuada, o aquellos que son cometidos 
inclusive por medios telemáticos.  

Alejandro J. GARCÍA DAVID 
Abogado del Ilustre Colegio de Abogados de Madrid



10

II. CUESTIONES SOBRE COMPETENCIA 
TERRITORIAL PENAL. 

Dispone el Art. 14.2 LECr, “Para la 
instrucción de las causas, el Juez de 
Instrucción del partido en que el delito se 
hubiere cometido, o el Juez de Violencia 
sobre la Mujer, o el Juez Central de 
Instrucción respecto de los delitos que la 
Ley determine.”.


La fase instructora, tiene un carácter 
provisional de la determinación de la 
competencia, por lo que en ulterior 
momento si de lo instruido se desprende 
otra cuestión, se podrá llevar a efecto para 
su remisión y enjuiciamiento al órgano 
competente. 


Según SAAVEDRA RUIZ, “Es preciso dejar, 
en primer lugar, perfectamente establecido, 
que las decisiones sobre competencia 
territorial, cuando se suscitan en la fase 
instructora o preparatoria tienen un mero 
carácter provisional y por tanto se acuerdan 
sin perjuicio de lo que pueda resolverse 
sobre la misma cuestión en momentos 
posteriores de la tramitación, como se 
deduce de la norma recogida en el artículo 
299 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal -
EDL1882/1-.» (STS 2ª - 23/02/2005 - 
154/2004 -EDJ2005/30359-).”1


E n e s t e s e n t i d o , e s re i t e r a d a l a 
jurisprudencia que establece que la 
delimitación de la competencia objetiva, 
se determina en función del escrito de 
acusación.


No obstante, entrando en profundidad de lo 
expuesto por dicho Art. 14.2 LECrim, debe 

considerarse que se entiende por lugar de 
comisión de los hechos.


«El artículo 14 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal establece el "forum delicti 
commissi" como fuero determinante de la 
atribución de competencia territorial para la 
instrucción, y la doctrina jurisprudencial ha 
optado por entender que el lugar de 
comisión del delito es el de su consumación 
(Sentencias de 4 de Febrero de 1981 y 5 de 
Julio de 1986 -EDJ1986/4723-, Autos de 18 
de Julio de 1987 -EDJ1987/5901- y 26 de 
Octubre de 1987 -EDJ1987/7690-), 
acogiendo la doctrina del resultado, 
conforme a la cual el delito se comete 
donde se consuma, según la estructura 
típica de cada figura delictiva, ya que ha 
de entenderse que resulta prevalente la 
producción de perjuicio y la proximidad 
de las pruebas.» (STS 2ª - 19/09/2004 - 
98/2004).  

«(...) del contexto literal de lo establecido en 
los números segundo y cuarto del artículo 
14 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se 
deduce, claramente, que la competencia 
para conocer de un delito, e instruir el 
correspondiente sumario, nace del lugar 
en que aquél se cometió, frase que ha 
sido interpretada por la jurisprudencia de 
esta Sala en el sentido de entenderla 
referida al lugar en que la infracción de que 
se trate se consumó plenamente.» (STS 2ª - 
10/07/1981 - 514/1981 -EDJ1981/4824-).  

«(...) En la sentencia del TS de 29 de mayo 
de 2007 -EDJ2007/40228- también dijimos: 

Por otro lado, constituye un principio 
invariablemente observado por esta Sala 
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1SAAVEDRA RUIZ, J.; LOPEZ BARJA DE QUIROGA, J.; DE URBANO CASTRILLO, E.; DELGADO CANOVAS, 
J.; GARCÍA-COMENDADOR ALONSO, L.; PRAT WESTERLINDH, C.; “Ley de enjuiciamiento criminal 
comentada, con jurisprudencia sistematizada y concordancias”. Ed. Francis Lefebvre. Noviembre 2010. 
Actualización Febrero 2012. Pág. 39. 
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que, en la duda, la investigación criminal 
debe iniciarse dentro de la jurisdicción 
ordinaria por el juzgado de instrucción 
t e r r i t o r i a l m e n t e c o m p e t e n t e , 
c o n s t i t u y e n d o l a e x c e p c i ó n e l 
conocimiento del asunto por parte de la 
jurisdicción especializada, como es la de 
la Audiencia Nacional, de tal suerte que sólo 
cuando se alcanzan ciertos niveles de 
certeza o convicción de que concurre un 
s u p u e s t o n o r m a t i v o q u e a t r i b u y e 
competenc ia a este ú l t imo órgano 
ju r i sd icc iona l ( a r t . 65 .1 L .O.P.J . -
EDL1985/8754-), deberá producirse la 
inhibición en su favor.» (ATS 2ª - 4739/2010 - 
0 3 / 0 2 / 2 0 1 0 - 2 0 0 4 8 / 2 0 0 9 -
EDJ2011/1998-).” 2


Principio de ubicuidad: 

Dispone e l Acue rdo de P leno No 
Jurisdiccional del Tribunal Supremo de 
fecha 3 de febrero de 2005


Acuerdo: “El delito se comete en todas las 
jurisdicciones en las que se haya realizado 
algún elemento del tipo. En consecuencia, 
el juez de cualquiera de ellas que primero 
haya iniciado las actuaciones procesales, 
será en principio competente para la 
instrucción de la causa.” 3 

En este sentido, de vital trascendencia 
jurídica resulta la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 17 de Marzo, resolución 
número 341/2005, recurso número 
2347/2003, que deja sentado ese principio 

de ubicuidad, al indicar en el fundamento 
jurídico primero que, “Respecto de la 
primera de tales alegaciones, que ya obtuvo 
en tres ocasiones respuesta de coincidente 
de parte de los órganos que intervinieron en 
la causa, sólo cabe insistir en que, aún 
tratándose en todo caso de una materia de 
mera legalidad ordinaria y, por ende, nunca 
susceptible de alegación en forma de 
denuncia de quebranto de un derecho 
fundamental, sucede que, la tramitación del 
procedimiento no adolece de defecto 
alguno por esta causa, toda vez que no sólo 
l a c o m p e t e n c i a t e r r i t o r i a l h a d e 
corresponder a los Tribunales del lugar en 
que se cometió el delito más grave, en este 
caso la Estafa y, por tanto, a los órganos de 
Málaga que es donde se produjo el 
desplazamiento patrimonial consumativo del 
ilícito, sino que, además, con la aplicación 
del criterio de la ubicuidad como principio 
para la atribución de competencia, aceptado 
por esta Sala según Acuerdo de su Pleno no 
jurisdiccional de fecha 3 de febrero de 2005, 
la cuestión queda ya l ibre de toda 
polémica.”4


Por ende, es doctrina del Tribunal Supremo 
que, sin duda, no puede aplicarse otro 
criterio o interpretarse de formas extensivas 
o análogas según convenga, sino que la 
instrucción corresponderá en estos casos a 
aquel en que se haya iniciado actuación 
procesal alguna, entendiéndose por tal las 
concernientes a la autoridad judicial. 


La mera existencia de atestado policial en 
demarcación diferente, no tiene esa vis 

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IVO
   

SE
PT

IE
M

BR
E 

20
20
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J.; GARCÍA-COMENDADOR ALONSO, L.; PRAT WESTERLINDH, C.; “Ley de enjuiciamiento criminal comentada, 
con jurisprudencia sistematizada y concordancias”. Ed. Francis Lefebvre. Noviembre 2010. Actualización 
Febrero 2012. Pág. 41.

3 Acuerdo de Pleno No Jurisdiccional del Tribunal Supremo de 3 de Febrero de 2005. Recurso electrónico 
disponible: http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Tribunal-Supremo/Jurisprudencia-/Acuerdos-de-
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4 Sentencia del Tribunal Supremo de 17 de Marzo, resolución número 341/2005, recurso número 2347/2003, 
fundamento jurídico primero. Recurso electrónico accesible: http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
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atractiva, salvo que este se encuentre ya en 
sede judicial y se hayan incoado diligencias 
previas. Por tanto, actuación procesal, 
conlleva la presentación de denuncia, 
querella, o auto de incoación de diligencias 
previas de investigación y, el primero que 
conozca de ello, será quien deberá asumir 
la competencia territorial, reclamando 
cuanto corresponda al resto de órganos, y 
debiendo aquellos otros inhibirse en favor 
de este que primero haya conocido.  


D i s p o n e A c u e r d o d e P l e n o N o 
Jurisdiccional del Tribunal Supremo de 
fecha 18 de julio de 2006.


Primer Asunto: […]


Segundo Asunto: Acuerdos de la Sala 
General. Se trata de adoptar un acuerdo 
que formalmente establezca su vinculación. 


Acuerdo: “Los acuerdos de Sala General 
( P l e n o n o j u r i s d i c c i o n a l ) s o n 
vinculantes.”5


Esto, sin embargo, ha sido matizado por 
sentencias posteriores, y por todas ellas, la 
Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13 
de Junio de 2016, resolución número 
514/2016, recurso número 10043/2016, la 
cual en su fundamento jurídico cuarto, 
apartado sexto, indica que “Por último 
debemos igualmente aclarar, que los 
Acuerdos del Pleno no jurisdiccional no son 
técnicamente y desde el punto de vista 

jurídico vinculantes, pero sí tienen la 
capacidad de orientar y sugerir con 
vehemencia el respeto a los mismos dada la 
función monofiláctica de unificación de 
criterios que tiene atribuido el Tribunal 
Supremo. Es cierto que el Acuerdo carece 
de fundamentación y contradicción, pero la 
f u e r z a n e c e s a r i a l a i m p o n d r á l a 
jurisprudencia que uniformemente lo 
respalde, como ha ocurrido en este caso.” 6


Dispone así mismo el Art. 15 LECrim, las 
normas de aplicación subsidiarias para 
caso de que lo dispuesto en el Art. 14.2. 
LECrim, no aclaren dicha situación, 
e s t a b l e c i e n d o u n c l a r o o r d e n 
predeterminado de competencia de índole 
territorial. Esta subsidiariedad, que no 
alternatividad, es fundamental para aquellos 
casos que no pueda ser determinada 
mediante las antedichas normas de 
aplicación.


Según LOPEZ BARJA DE QUIROGA, quien 
comparte este criterio de subsidiariedad o 
supletorio de la norma, dispone que “.… la 
LECrim establece unos fueros supletorios 
de carácter provisional, esto es, sirven para 
atribuir la competencia en tanto en cuanto 
no conste el lugar de comisión del delito, 
pero, en el momento en que dicho lugar sea 
conocido, la competencia corresponderá 
con arreglo al criterio del forum deliciti 
comissi.”7


III. CONCLUSION 

Podemos concluir, que las normas de la 
LECr, no solo son precisas y acertadas, sino 
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que además los criterios jurisprudenciales, 
dan una solución prácticamente inequívoca 
para la solución de la mayor parte de 
conflictos en cuestión territorial.


El desarrollo de un acuerdo de pleno con 
relación al principio que debe resultar a 
considerar, siendo este el de la ubicuidad, 
es clave para la resolución de muchos 
conflictos de competencia territorial. A 
pesar de todo, existen numerosas 
cuestiones elevadas a los Tribunales 
Superiores de Justicia y al Tribunal 
Supremo, en relación con los delitos que se 
c o m e t e n e n d i s t i n t o s t e r r i t o r i o s , 
consecuencia de inhibiciones y rechazos de 
competencia de los juzgados instructores.


Es abundante, y sobre todo pacífica, la 
doctrina jurisprudencial aplicable. No 
obstante, se hace necesaria a muy corto 
plazo, una reforma de la LECr, en relación 
con l os de l i t os t e l emát i cos , y l a 
competencia territorial de los mismos, pues 
aun cuando se ha desarrollado una doctrina 
pacífica, existen muchas discrepancias de 
juristas como quien suscribe el presente 
artículo, sobre la competencia territorial de 
dichos delitos, y sobre donde se cometen 
los mismos, debiéndose establecer una 
norma adecuada a los tiempos en que nos 
encontramos, en que existe numeroso 
comercio electrónico, que es utilizado por 
los delincuentes para la consecución del fin 
delictivo, así como para lograr una 
dificultad en su localización, averiguación 
de su autoría, y su encubrimiento.
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RESUMEN: La actual reforma del artículo 
324 de la LECrim llevada a cabo por Ley 
2/2020, de 27 de julio, ha supuesto la 
ampliación del plazo máximo de instrucción 
de las causas penales a doce meses a 
c o n t a r d e s d e l a i n c o a c i ó n d e l 
procedimiento, la reforma  actual abandona 
la anterior distinción entre causas complejas 
y no complejas  y por otro lado se simplifica 
la regulación de las prórrogas, concediendo 
al juez la iniciativa y la facultad de acordar 
las prórrogas que se consideren necesarias, 
por periodos iguales o inferiores a seis 
meses, si se prevé que no es posible 
finalizar la instrucción en el plazo máximo de 
los doce meses.  

I.  INTRODUCCIÓN


Si bien inicialmente la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal no contenía regulación que fijara 
límite temporal a la instrucción de las 
causas penales, mediante Ley 41/2015, de 5 
de octubre, se llevó a cabo la reforma del 
artículo 324 de la LECrim que fijó, de forma 
general, el plazo máximo de instrucción 
penal en seis meses, precepto que ha sido 
recientemente modificado por la Ley 

2/2020, de 27 de julio, y que ha supuesto la 
ampliación del plazo máximo de instrucción, 
pasando de los seis meses fijados en la 
anterior reforma, a los doce meses de la 
actual ley. La fijación de un plazo máximo 
de instrucción supone por un lado una 
garantía para el justiciable y por otro lado 
supone la celeridad de la justicia en la 
resolución de los procedimientos penales, si 
bien, en ocasiones, la fijación de un plazo 
máximo de instrucción podría provocar la 
impunidad de la persecución de los delitos 
comple jos .  El preámbulo de la 
proposición de ley indica que establecer 
sin más un límite máximo a la duración 
de la instrucción se ha evidenciado 
pernicioso por cuanto puede conducir a 
la impunidad de la persecución de los 
delitos complejos, aunque establecer 
límites a la duración de la instrucción 
supone una garantía para el derecho de 
los justiciables. 

II. NUEVOS PLAZOS DE INSTRUCCIÓN 
DEL ART. 324 LECRIM. 

PLAZOS DE INSTRUCCIÓN 
PENAL. EL ARTÍCULO 324 LECRIM 

TRAS LA REFORMA DE LA LEY 
2/2020, DE 27 DE JULIO

CRESCENCIA DEL POZO PRIETO 
 Jueza sustituta adscrita al Tribunal Superior de Justicia de 

Cataluña.
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La fijación de un plazo máximo de 
instrucción de las causas penales ofrece 
ventajas para el justiciable, que tiene 
derecho a una instrucción rápida, y por 
tanto la limitación de la instrucción 
garantizará en cierta medida ese derecho, 
sin embargo con el sistema de prórrogas 
ilimitadas previstas en la nueva regulación, 
ese derecho puede verse cercenado, siendo 
necesario otras modificaciones o reformas 
que van más allá de los límites al plazo de 
instrucción, como así indica Moreno Verdejo 
al señalar que “es preciso un cambio de 
mentalidad y de pautas de actuación en el 
derecho penal (…) por mucho que 
plasmemos en la ley una cifra en la que se 
diga que terminará la instrucción, será un 
m e r o d e s i d e r á t u m y a c a b a r e m o s 
convirtiendo el plazo excepcional  y de 
duración no tasada de prórroga final que 
establece el artículo 324 LECrim” 1 


1. Novedades introducidas por la nueva 
redacción del artículo 324 LECrim. 

La nueva regulación del artículo 324 LECrim 
establece la ampliación del plazo inicial de 
instrucción penal de seis a doce meses 
desde la incoación del procedimiento. La 
anterior regulación fijaba como plazo 
máximo de instrucción seis meses, más dos 
prórrogas, una a 18 meses si la causa se 
declaraba compleja y una segunda prórroga 
a otros 18 meses para causas tasadas. La 
nueva reforma operada en el artículo 324 
LECrim establece el plazo máximo de 
instrucción en 12 meses para todas las 
c a u s a s c o n i n d e p e n d e n c i a d e s u 
complejidad.


Tras la reciente reforma del artículo 324 
LECrim, la instrucción podrá ser ilimitada, 
pues se establece que podrán acodarse 
prórrogas de seis en seis meses sin límite 
alguno siempre que dichas prórrogas estén 
justificadas, debiendo el juez concretar en 
resolución motivada (concretamente 

mediante auto), no solo, las diligencias que 
son necesarias practicar para finalizar la 
instrucción de la causa, sino también, la 
relevancia de las diligencias pendientes y el 
motivo que ha impedido su práctica en el 
plazo ordinario de instrucción. 


Conforme establece la nueva regulación el 
sistema de prórrogas se simplifica, pues no 
habrá una prórroga ordinaria y una 
excepcional, sino que tras la nueva reforma 
se prevé un número ilimitado de prórrogas 
que deberán acordarse por el juez por 
periodos iguales o inferiores a seis meses.  
Este número ilimitado de prórrogas puede 
dar lugar en ocasiones a que la instrucción 
se alargue en el tiempo más de lo que 
pudiera ser necesario, dejando de este 
modo vacío de contenido el artículo 324 
LECrim. 


El  nuevo artículo 324 LECrim establece que 
la prórroga o prórrogas sucesivas, (a 
diferencia de la anterior regulación que solo 
otorgaba la facultad de solicitud de prórroga  
al Ministerio Fiscal),  podrá ser solicitada por 
todas la partes del proceso, incluso podrá 
ser acordada de oficio por el propio juez si 
considera que es necesario ampliar el plazo 
de la instrucción,  esta facultad otorgada al 
juez instructor evitará el archivo de la causa 
si las partes no  solicitan la prórroga de la 
instrucción.


La actual redacción del artículo 324 LECrim 
mantiene la validez de las diligencias de 
investigación y de instrucción que se 
hubiesen solicitado y acordado con 
anterioridad al transcurso del plazo máximo 
de instrucción o de las prórrogas que se 
hubiesen acordado, pero que se recibieren 
con posterioridad al vencimiento de la 
instrucción o de las prórrogas acordadas en 
su caso.


Si el juez no dicta auto de prórroga antes de 
que finalice el plazo de instrucción o de la 
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1 Moreno Verdejo, j. Límites temporales de la fase de instrucción; antecedentes, sistema y efectos del art. 324 
LECrim. 2016, pp. 5-10.
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prórroga en su caso acordada, carecerán 
de validez las diligencias acordadas a partir 
de la finalización del plazo de instrucción.


La nueva regulación del artículo 324 LECrim 
se aplicará a los procesos que se estén 
tramitando en el momento de la entrada en 
vigor de la nueva ley. En este sentido la 
Disposición Transitoria de la Ley 2/2020, 
de 27 de julio, prevé que la nueva 
regulación se aplicará a los procesos que 
se estén tramitando a la fecha de entrada 
en vigor de la nueva ley, es decir, a 29 de 
julio de 2020 y este será el día inicial para 
el cómputo de los plazos máximos de 
instrucción.  


En cuanto al inicio del computo del plazo de 
instrucción, tal y como venía estableciendo 
el artículo 324 LECrim en la anterior 
redacción, comenzara desde el momento 
de la incoación del procedimiento. Así la 
Fiscalía General del Estado, en la Circular 
5/2015 señalaba que la fecha a tener en 
cuenta será la del primer auto de 
incoación que se dicte, ya que, en ningún 
caso, el tiempo en que la Administración 
de Justicia emplee en determinar el 
ó rgano competente puede i r en 
detrimento de las garantías procesales 
del investigado.  


En el supuesto de que se produzca la 
acumulación de procedimientos habrá que 
estarse al auto de incoación del último 
p r o c e d i m i e n t o i n i c i a d o p a r a l a 
determinación del “dies a quo”. Así se 
afirma en las Conclusiones de las XVIII 
Jornadas de Presidentes de Audiencia 
Provinciales de España al indicar que 
cada hecho delictivo se instruirá por 
separado, uniéndose después en una 
sola causa, debiendo atende a la fecha 
del auto de incoación de las últimas 
diligencias previas iniciadas.  


III. CONCLUSIONES


La necesidad de establecer límites al plazo 
de instrucción penal ha sido un hecho 
trascendental en el ámbito penal para 
garantizar los derechos del justiciable y 
para garantizar la necesidad social de 
agilizar la justicia, sin embargo la brevedad 
de los plazos fijados inicialmente en el 
artículo 324 LECrim a través de la reforma 
operada por Ley 41/2015 hizo necesario de 
forma imperiosa una modificación de dicho 
precepto, que aun limitando el plazo de 
instrucción ampliara el mismo a efectos de 
ev i tar la impunidad en numerosas 
ocasiones.


Igualmente la necesidad de otorgar 
mayores facultades al juez instructor para 
poder decidir sobre la prórroga de la 
instrucción y no quedar exclusivamente en 
manos del Ministerio Fiscal tal decisión 
hacia necesaria la reforma que se ha llevado 
a cabo a través de la Ley 2/2020, de 27 de 
julio. Si bien no podemos obviar que 
igua lmen te es necesa r io a r t i cu la r 
modificaciones y medidas que agilicen la 
instrucción, lo que de hecho también 
acortaría el plazo de la misma.
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RESUMEN. 

Con este trabajo, se pretende, 
realizar un pormenorizado, aunque 
esquemático anál is is , por la 
limitación de extensión, de la 
situación recientemente creada por 
la Ley 2/2020 de 27 de Julio y las 
etapas acontecidas por el art. 324 
LECrim. entorno al plazo estipulado 
para llevar a cabo la instrucción de 
un procedimiento penal. 


I. EL ARTICULO 324 LECRIM CON 
LA REFORMA DE 2015. 

1. Esquema legislativo. 

a) Art. 324 LECrim. RD de 14 de 
septiembre de 1882.1 


b) Art. 324 LECrim. LEY ORGÁNICA 
5/2003, de 27 de mayo.2


c) Art. 324 LECrim. Ley 13/2009, del 
3 de Noviembre, de Reforma de la 
Legis lación Procesal para la 
implantación de la nueva Oficina 
Judicial.3


d) Art. 324 LECrim. Ley 41/2015, de 
5 de Octubre, de modificación de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
la agilización de la justicia penal y el 
fortalecimiento de las garantías 
procesales.4


e) Art. 324 LECrim. Ley 2/2020, 27 
de julio por el que se modifica el art. 
324 LECrim.5


2. El articulo 324 LECrim. con la 
reforma de 2015. 


Partiendo de que la primera reforma 
trascendente del Art. 324 se 
produce con la modificación por la 

¿UN ANTES Y UN DESPUES EN LOS 
PLAZOS CON LA REFORMA DEL ART. 

324 LECRIM? 

Ildefonso MANUEL GÓMEZ PADILLA 
Abogado. Fiscal sustituto
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Ley 13/2009 al instaurarse un nuevo modelo 
de Oficina Judicial que en el presente caso 
de la competencia del Juez en manos del 
Secretario Judicial, actualmente Letrado de 
la Administración de Justicia. No es 
realmente hasta la Ley 41/2015 y el 6 de 
diciembre del citado año, con su entrada en 
vigor, cuando se produce un cambio 
significativo en el precepto y se entra en el 
debate que perdura hasta nuestros días, de 
la pertinencia de limitar el plazo de 
instrucción del procedimiento.


La Fiscalía General del Estado elaboro la 
Circular 5/2015 de 13 de noviembre con el 
propósito de otorgar criterios de actuación al 
Ministerio Fiscal en aplicación del nuevo 
precepto. Resumidamente, se deben 
destacar de sus ocho puntos principales: el 
esquema general en lo que a plazos de 
instrucción se refiere fundamentalmente en 
funciones de Guardia, Procedimientos ante el 
Tribunal del Jurado y procedimientos de 
Menores bajo su Ley especial. Las causas 
declaradas complejas no solo se pueden 
instar por el Ministerio Fiscal, también el 
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1 Cuando al mes de haberse incoado un sumario no se hubiere terminado, el Juez dará parte cada semana a los mismos a 
quienes lo haya dado al principiarse aquél de las causas que hubiesen impedido su conclusión.

Con vista de cada uno de estos partes, los Presidentes a quienes se hubiesen remitido y el Tribunal competente acordarán, 
según sus respectivas atribuciones, lo que consideren oportuno para la más pronta terminación del sumario.

Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, los Jueces de instrucción están obligados a dar a los Fiscales de las Audiencias 
cuantas noticias les pidieren, fuera de estos términos sobre el estado y adelantos de los sumarios. https://www.boe.es/eli/es/
rd/1882/09/14/(1)

2 Idem. 1.

3 Treinta y cinco. El párrafo primero del artículo 324 queda redactado como sigue: «Cuando al mes de haberse incoado un 
sumario no se hubiere terminado, el Secretario judicial dará parte cada semana a los mismos a quienes lo haya dado al 
principiarse aquél, de las causas que hubiesen impedido su conclusión.» 
4 Seis. Se modifica el artículo 324, que queda redactado en los siguientes términos: 
1. Las diligencias de instrucción se practicarán durante el plazo máximo de seis meses desde la fecha del auto de incoación 
del sumario o de las diligencias previas. 
No obstante, antes de la expiración de ese plazo, el instructor a instancia del Ministerio Fiscal y previa audiencia de las partes 
podrá declarar la instrucción compleja a los efectos previstos en el apartado siguiente cuando, por circunstancias sobrevenidas 
a la investigación, ésta no pudiera razonablemente completarse en el plazo estipulado o concurran de forma sobrevenida 
algunas de las circunstancias previstas en el apartado siguiente de este artículo. 
2. Si la instrucción es declarada compleja el plazo de duración de la instrucción será de dieciocho meses, que el instructor de la 
causa podrá prorrogar por igual plazo o uno inferior a instancia del Ministerio Fiscal y previa audiencia de las partes. La 
solicitud de prórroga deberá presentarse por escrito, al menos, tres días antes de la expiración del plazo máximo. 
Contra el auto que desestima la solicitud de prórroga no cabrá recurso, sin perjuicio de que pueda reproducirse esta petición en 
el momento procesal oportuno. 
Se considerará que la investigación es compleja cuando: 
a) recaiga sobre grupos u organizaciones criminales, 
b) tenga por objeto numerosos hechos punibles, 
c) involucre a gran cantidad de investigados o víctimas, 
d) exija la realización de pericias o de colaboraciones recabadas por el órgano judicial que impliquen el examen de abundante 
documentación o complicados análisis, 
e) implique la realización de actuaciones en el extranjero, 
f) precise de la revisión de la gestión de personas jurídico-privadas o públicas, o 
g) se trate de un delito de terrorismo. 
3. Los plazos previstos en este artículo quedarán interrumpidos: 
a) en caso de acordarse el secreto de las actuaciones, durante la duración del mismo, o 
b) en caso de acordarse el sobreseimiento provisional de la causa. 
Cuando se alce el secreto o las diligencias sean reabiertas, continuará la investigación por el tiempo que reste hasta completar 
los plazos previstos en los apartados anteriores, sin perjuicio de la posibilidad de acordar la prórroga prevista en el apartado 
siguiente. 
4. Excepcionalmente, antes del transcurso de los plazos establecidos en los apartados anteriores o, en su caso, de la prórroga 
que hubiera sido acordada, si así lo solicita el Ministerio Fiscal o alguna de las partes personadas, por concurrir razones que lo 
justifiquen, el instructor, previa audiencia de las demás partes, podrá fijar un nuevo plazo máximo para la finalización de la 
instrucción. 
5. Cuando el Ministerio Fiscal o las partes, en su caso, no hubieran hecho uso de la facultad que les confiere el apartado 
anterior, no podrán interesar las diligencias de investigación complementarias previstas en los artículos 627 y 780 de esta ley. 
6. El juez concluirá la instrucción cuando entienda que ha cumplido su finalidad. Transcurrido el plazo máximo o sus prórrogas, 
el instructor dictará auto de conclusión del sumario o, en el procedimiento abreviado, la resolución que proceda conforme al 
artículo 779. Si el instructor no hubiere dictado alguna de las resoluciones mencionadas en este apartado, el Ministerio Fiscal 
instará al juez que acuerde la decisión que fuera oportuna. En este caso, el juez de instrucción deberá resolver sobre la 
solicitud en el plazo de quince días. 
7. Las diligencias de investigación acordadas antes del transcurso de los plazos legales serán válidas, sin perjuicio de su 
recepción tras la expiración de los mismos. 
8. En ningún caso el mero transcurso de los plazos máximos fijados en este artículo dará lugar al archivo de las actuaciones si 
no concurren las circunstancias previstas en los artículos 637 o 641

https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
https://www.boe.es/eli/es/rd/1882/09/14/(1)%22%20%5Co%20%22Permalink%20ELI
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Instructor le puede requerir, con objeto de 
no sobrepasar el plazo señalado por el 
precepto o barajar la posibilidad de 
ampliarlo conforme estipula en su apartado 
segundo, letras a) a g) (prorroga de 18 
meses). Causas declaradas complejas o no 
con fijación de un plazo máximo de 36 
meses, siendo el Ministerio Fiscal y el resto 
de las partes pueden hacer uso. Perdida del 
derecho si el Ministerio Fiscal o las partes 
no solicitan la prorroga para realizar las 
diligencias complementarias que estimen 
necesarias. Se interrumpe el computo de 
plazos con la declaración de secreto de las 
actuaciones derivado de la adopción y 
ejecución de medidas de investigación, así 
como, el auto de sobreseimiento provisional 
sin necesidad de firmeza. Igualmente, bajo 
el periodo de traducción o cualquier otro 
supuesto que produzca la paralización del 
procedimiento. Por ultimo, el transcurso de 
plazos no será suficiente para dictaminar el 
sobreseimiento provisional o libre sin las 
circunstancias para ello. Posibilidad de que 
el Juez inicialmente declare la complejidad 
del procedimiento si concurren las causas 
que fija el precepto. Por lo que respecta a la 
transitoriedad de la norma, la reforma será 
aplicable a los procedimientos que se estén 
tramitando a fecha 6 de diciembre de 2015.6


De lo expuesto como señala AÑON 
CALVENTE7: “Tan perjudicial es la lentitud 
de la justicia, por la lesión de los derechos 
del imputado y de las víctimas, como la 
premura por la falta de precisión, que puede 
llevar a la absolución del culpable por una 
deficiente tramitación, si bien siempre será 
preferible que un culpable quede en libertad 
antes de que un inocente sea encarcelado, 
pero lo peor será que un culpable quede en 
libertad por las prisas y para no dar una 
imagen de lentitud.”


El nuevo sistema diseñado, se basará en la 
calificación de la causa como sencilla (plazo 
de 6 meses) o compleja (plazo de 18 
meses), pudiéndose modificar a posteriori y 
prorrogar a solicitud del Ministerio Fiscal a 
criterio de este en aras de demostrar el 
hecho y poder mantener la acusación.


Los requisitos que se exigían para prorrogar 
el plazo máximo de instrucción eran:


• Que se tratara de instrucción compleja.


• Que se solicitara la prórroga por el 
Ministerio Fiscal.


• Que la solicitud se efectuara con al menos 
3 días de antelación a la finalización del 
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51. La investigación judicial se desarrollará en un plazo máximo de doce meses desde la incoación de la causa. 
Si, con anterioridad a la finalización del plazo, se constatare que no será posible finalizar la investigación, el juez, 
de oficio o a instancia de parte, oídas las partes podrá acordar prórrogas sucesivas por periodos iguales o 
inferiores a seis meses. 
Las prórrogas se adoptarán mediante auto donde se expondrán razonadamente las causas que han impedido 
finalizar la investigación en plazo, así como las concretas diligencias que es necesario practicar y su relevancia 
para la investigación. En su caso, la denegación de la prórroga también se acordará mediante resolución 
motivada. 
2. Las diligencias de investigación acordadas con anterioridad al transcurso del plazo o de sus prórrogas serán 
válidas, aunque se reciban tras la expiración del mismo. 
3. Si, antes de la finalización del plazo o de alguna de sus prórrogas, el instructor no hubiere dictado la resolución 
a la que hace referencia el apartado 1, o bien esta fuera revocada por vía de recurso, no serán válidas las 
diligencias acordadas a partir de dicha fecha. 
4. El juez concluirá la instrucción cuando entienda que ha cumplido su finalidad. Transcurrido el plazo máximo o 
sus prórrogas, el instructor dictará auto de conclusión del sumario o, en el procedimiento abreviado, la resolución 
que proceda. 
6 PEREZ GOMEZ, R.: “Posición de la Fiscalía General del Estado ante la inminente entrada en vigor de la 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Análisis de la circular 5/2015 de 13 de noviembre de 2015”. 
Revista de Derecho Vlex. 

7 AÑON CALVENTE, J.: “Plazo máximo para la instrucción. Comentario a la nueva redacción del art. 324 de la 
LECrim sobre el plazo para la instrucción de asuntos penales.” Revista de Derecho Vlex.
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plazo para la prorroga ordinaria y sin plazo en casos excepcionales.


• Que se diera audiencia a las partes personadas.


• Que se acordara por Auto motivado que siendo desestimatoria no era susceptible de 
recurso.


Como críticas al pasado sistema debemos acoger las vertidas por MORENO VERDEJO y 
DIAZ TORREJON8: “A los 4 años de su vigencia la Fiscalía General recabó de las Fiscalías 
datos y elaboró un Informe, en abril de 2019, en el que destacaba sus deficiencias: no 
concuerda con el vigente modelo procesal en el que la instrucción se halla en manos del 
Juez; su interpretación ha generado una notable inseguridad jurídica por la existencia de 
resoluciones contradictorias sobre numerosos aspectos (la naturaleza preclusiva o no del 
plazo; el cómputo del día inicial en el caso de inhibiciones o acumulaciones; si el Juez puede 
o no decretar de oficio la complejidad de la causa; la posibilidad de acordar diligencias una 
vez transcurrido el plazo y, particularmente, la declaración del investigado; la nulidad o no de 
las actuaciones que pudiera derivarse de la ausencia de traslado previo a las partes para 
informe; los supuestos en que procede la interrupción del plazo, etc.); no ha supuesto un 
avance efectivo en la celeridad del proceso penal (los plazos de tramitación de la instrucción 
penal, computados desde la incoación del procedimiento hasta el escrito de acusación, han 
pasado desde los 257 días en el año 2016 a 213 en el año 2018, pero suben a 327 días en 
2019); y ha supuesto un aumento notable de la burocratización del trabajo en las Fiscalías. 
Entre las propuestas de solución, el Informe abogaba por su derogación, aunque —
consciente de la necesidad de agilizar las investigaciones penales— proponía el diseño de 
un nuevo sistema apuntando posibles claves.” “(…) Engorroso ya que: obligaba al Fiscal —
único legitimado para pedir la complejidad de la causa y su prórroga— a controlar la 
instrucción de causas que no es él quien instruye, que se tramitan y se encuentran 
físicamente en las oficinas de los Juzgados.


Poco operativo pues el plazo se establece de modo poco decidido, con muchos resquicios: 
realmente se permite una doble prórroga en las causas complejas y una en las sencillas, a 
las que se les añade un llamado plazo final excepcional, es decir una prórroga última con la 
duración que el Juez quiera fijar, pues carece de límite máximo legal. Incluso su transcurso 
originó un rico debate acerca de la nulidad o no de las diligencias interesadas —que ahora el 
nuevo sistema quiere dejar zanjado—.”


II. EL ARTICULO 324 LECRIM CON LA REFORMA ACTUAL LEY 2/2020, 27 DE JULIO. 

Hace ya 5 años que la Ley 41/2015 modificó el artículo 324 LECrim. para poner límite a la 
duración máxima de las investigaciones o instrucciones penales que hasta entonces nunca 
lo habían tenido o más exactamente, que originariamente señalaba el plazo de un mes para 
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8 MORENO VERDEJO, J. y DIAZ TORREJON, P: “Versión 2.0 del sistema de plazos del proceso penal: nueva 
redacción del art. 324 LECrim.” https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-
penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
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la instrucción, pero que carecía de toda 
efectividad práctica.


Con fecha 29 de julio de 2020 entró en vigor 
la Ley 2/2020, de 27 de julio que reforma los 
plazos de instrucción penal regulados en el 
art. 324 LECrim. Expone el preámbulo de la 
Ley que: “establecer sin más un límite 
máximo a la duración de la instrucción  se 
h a e v i d e n c i a d o p e r n i c i o s o p o r 
cuanto puede conducir a la impunidad de 
la persecución de delitos complejos, no 
es menos cierto que establecer ciertos 
límites a la duración de la instrucción 
supone una garantía para el derecho de los 
justiciables.” 


De una manera resumida, la clave de la 
modificación pasa por la ampliación de la 
instrucción penal, se pasa de los seis 
meses hasta un plazo máximo de doce 
meses desde la incoación de la causa. 
Pero, no se limita a eso, ya que será el Juez 
instructor (ahora), en detrimento del 
Ministerio Fiscal (antes), el que puede 
acordar de oficio o a instancia de parte, 
oídas las partes, las prórrogas sucesivas 
por periodos iguales o inferiores a seis 
meses. Además de esta ultima cuestión 
fundamental y de gran relevancia a efectos 
prácticos, en lo que se refiere a la 
resolución fuera de plazo, todo lo no 
acordado dentro del mismo, será nulo y se 
tendrá por no practicado, sin perjuicio de 
que, para su validez, sigue siendo el 
momento en el que se acuerdan las 
diligencias, y no tanto el momento de su 
recepción. Por último, hay que destacar, 
que no hay mención expresa con respecto a 
incidentes, diligencias complementarias, ni 
recursos, que a mi juicio se deberán suplir 
bajo el espíritu de la reforma de no dilatar 

los plazos de instrucción y en referencia a 
los recursos al no prohibirse expresamente, 
entiendo debe presidir la ley general 
admitiéndose los recursos que de manera 
general se contemplan por la misma.


Para los procesos que se encuentren en 
tramitación a la entrada en vigor de esta 
ley, esta modificación se aplicará a los 
mismos. A tal efecto, el día de entrada en 
vigor será considerado como día inicial 
para el cómputo de los plazos máximos 
de instrucción establecidos en aquél. 

Señala POZO GARCIA9, como finalidad esta 
reforma: “pretende atender a una realidad 
jurídica que, con el anterior plazo de seis 
meses,  no se adecuaba al avance y la 
proliferación de los delitos tecnológicos, 
la dificulta de los oficios solicitados por los 
jueces y juzgados españoles, más allá 
cuando solicitaban a empresas extranjeras, 
así como la saturación de los mismos a 
consecuencia, entre otras muchas causas, 
a la de sobra conocida situación de 
pandemia.”


Por otro lado, debo mostrar mi total 
acuerdo con los Fiscales MORENO 
VERDEJO y DIAZ TORREJON10 cuando 
afirman: “Por eso, la cuestión principal no 
es  cuánto  dura la instrucción. Si la 
mantenemos como hoy se concibe, por 
mucho que se le señalen plazos, no 
habremos avanzado mucho. Máxime si son 
prorrogables sin límite. No se trata de hacer 
“lo mismo” que hemos venido haciendo y 
decir que se hará en menos tiempo. Se 
trata, previamente, de ver qué ha de 
hacerse en instrucción, de modificar su 
práctica, para que sea más sencilla y pueda 
acortarse su duración.”
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9POZO GARCIA, C.: “Comentario a la reforma del articulo 324 LECrim.”https://www.economistjurist.es/noticias-
juridicas/comentario-a-la-reforma-del-articulo-324-lecrim/


10Ídem. 8.
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1. Ámbito de aplicación


El nuevo art. 324 parece ser redactado con cierta ambigüedad y no precisa si el sistema de 
plazos alcanza al procedimiento del Jurado, ya que se refiere literalmente a “incoación de la 
causa” y no como de manera más precisa se refería en la anterior redacción en su apartado 
primero al “auto de incoación del sumario o de las diligencias previas”. Para la mayoría de la 
doctrina el ámbito no ha variado y por tanto no se hace extensivo el sistema de plazos al 
procedimiento del Jurado.


2. Nueva clasificación de las causas 

Con la anterior regulación se podían distinguir hasta cuatro tipos de causas: 


-Sencillas: plazo máximo de 6 meses desde el auto de incoación.


-Complejas: plazo de instrucción de 18 meses.


Causas complejas prorrogadas (solo a petición M.F. previa audiencia de las 
partes).


Aplazadas (tanto M.F. como demás partes y sin limite de plazo máximo).


Con la regulación actual:


-Normales (doce meses)


-Prorrogadas (sin límite y por seis meses o inferiores).


3. ¿los plazos se reinician o solo se reanudan? 

Como precisa MORENO VERDEJO y DIAZ TORREJON: “Inciden en este punto, es decir en 
la forma de computar los plazos para saber si el proceso sigue en tramitación cuando entra 
en vigor esta Ley 2/2020, dos normas:


– una, el  Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo,  de declaración del estado de 
alarma  (SP/LEG/28571), cuyas Disposiciones adicionales segunda y cuarta, dejaron en 
suspenso desde la fecha de vigencia de la declaración del estado de alarma tales plazos 
desde el 14 de marzo (inicio del estado de alarma) hasta el 21 de junio (fin del estado de 
alarma), y


– dos, el Real Decreto Ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas 
para hacer frente al Covid-19 en el ámbito de la Administración de Justicia  (SP/LEG/
29451), cuyo art. 2[5] ha ampliado algunos plazos al optar por el reinicio del cómputo de 
los “plazos procesales” y por no tomar en consideración, por tanto, el plazo que hubiera 
transcurrido previamente a la declaración del estado de alarma. Este precepto ha 
suscitado una intensa polémica sobre si los plazos del derogado art. 324 se han visto 
reiniciados o solo reanudados.”
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III. CONCLUSIONES 

La “agilización de la justicia penal y el 
fortalecimiento de las garantías procesales” 
pretensión promulgada en su día por la Ley 
41/2015 continua, hoy con la Ley 2/2020, 
siendo una de las cuestiones más 
preocupantes para la tota l idad de 
operadores jurídicos y más si cabe aun de 
la sociedad, esto es, debido la lentitud 
existente en el funcionamiento de la 
Administración de Justicia, que ha dado 
lugar a investigaciones e instrucciones 
prácticamente eternas e inoperantes en 
muchos casos.


Tales demandas sociales, sirvieron de 
inspiración al Proyecto de reforma del art. 
324 LECrim. y es un continuo “entrar y 
salir” al respecto con la última modificación 
legislativa al respecto. No podemos obviar, 
que la reducción de los periodos de 
instrucción y con ello la duración de los 
procedimientos judiciales no fue recibida 
con agrado por la mayor parte de los 
operadores jurídicos, quienes consideraban 
que la lentitud de la Administración de 
Justicia no deriva de la inexistencia de un 
precepto que establezca plazos de 
duración, sino de la carencia de medios 
materiales y personales que permitan 
agilizar el funcionamiento de la misma. 
Cinco años después, la única realidad 
incontestable, con modificación o no de 
nuevo de este precepto, es la cruda 
realidad que se mantiene con esta última 
afirmación.


Durante su tramitación parlamentaria, dicha 
proposición dio un giro radical y,  lo que iba 
a ser una derogación de plazos, ha pasado 
a ser una ampliación de estos. Por tanto, 
los puntos fundamentales de la reforma a 
destacar son:


1.	 Se amplía el plazo máximo de 
instrucción, no se deroga, sino que 

pasa de seis a doce meses, a contar 
desde la incoación de la causa.


2.	 Se abandona la distinción entre 
causas complejas y no complejas. 
Todas son “causas”, sin más.


3.	 La regulación de las prórrogas  se 
simplifica: ya no hay una prórroga 
ordinaria y otra excepcional, ni hay un 
número limitado de prórrogas, sino la 
posibilidad de que el Juez acuerde 
sucesivas prórrogas  por periodos 
iguales o inferiores a seis meses, en 
los casos en que, antes de la 
finalización  del plazo inicial de doce 
meses, o de las posteriores prórrogas, 
se constate que no será posible finalizar 
la investigación.


4.	 Ahora es el  Juez Instructor,  y no el 
fiscal el que ostenta la iniciativa de 
proponer esas prórrogas.


5.	 El Juez las podrá acordar de oficio o a 
instancia de parte, con audiencia de 
las demás partes personadas.


En la regulación vigente hasta la fecha 
no se preveía que se hiciera a instancia 
de parte.


6.	 El Juez adoptará mediante  auto 
motivado tanto el acuerdo de prórroga, 
como su denegación. Para acordar la 
prórroga deberá exponer:


• Las  causas  por las que no ha 
podido concluirse la instrucción y 
• Las diligencias concretas  que es 
preciso practicar y la relevancia de 
las mismas para la investigación de 
la causa.


7. Se mantiene la previsión de que 
serán  válidas  aquellas  diligencias de 
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investigación que se hubiesen acordado antes del transcurso del plazo máximo o 
de sus prórrogas, pero que se recibieran con posterioridad su vencimiento.


8.	 La nueva regulación prevé que, si antes de que finalice el plazo máximo de 
instrucción o de alguna de sus prórrogas, el Juez no hubiera dictado el auto 
acordándola, o si éste fuera revocado a través de recurso,  no serán válidas las 
diligencias acordadas a partir de dicha fecha.


9.	 Se mantiene la indicación al Juez de que concluya la instrucción cuando entienda 
que ha cumplido su finalidad, mediante la resolución que proceda, según se trate 
de procedimiento sumario o abreviado.


10.	La Disposición transitoria prevé que  esta nueva regulación se aplicará a los 
procesos que se estén tramitando a la fecha de entrada en vigor de la nueva ley, es 
decir, a 29 de julio de 2020. Y será ese el día inicial para el cómputo de los plazos 
máximos de instrucción.


IV. BIBLIOGRAFIA 

AÑON CALVENTE, J.: “Plazo máximo para la instrucción. Comentario a la nueva 
redacción del art. 324 de la LECrim sobre el plazo para la instrucción de asuntos 
penales.” Revista de Derecho Vlex.


MORENO VERDEJO, J. y DIAZ TORREJON, P: “Versión 2.0 del sistema de plazos del 
proceso penal: nueva redacción del art. 324 LECrim.” https://blog.sepin.es/2020/07/
version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-
lecrim/


PEREZ GOMEZ, R.: “Posición de la Fiscalía General del Estado ante la inminente entrada 
en vigor de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Análisis de la circular 5/2015 
de 13 de noviembre de 2015”. Revista de Derecho Vlex. 


POZO GARCIA, C.: “Comentario a la reforma del articulo 324 LECrim.” 


https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/comentario-a-la-reforma-del-
articulo-324-lecrim/


http://noticias.juridicas.com/actualidad/noticias/15455-el-29-de-julio-entran-en-vigor-los-
nuevos-plazos-de-instruccion-penal/


https://www.iberley.es/noticias/modificado-articulo-324-lecrim-sobre-plazo-instruccion-
causas-penales-30423


https://elderecho.com/el-art-324-lecr-sobre-plazos-de-instruccion-y-sus-consecuencias-
procesales


https://diariolaley.laleynext.es/dll/2020/07/29/los-nuevos-plazos-maximos-de-la-
instruccion-penal-l-2-2020-de-27-de-julio-que-modifica-el-articulo-324-lecrim


BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IVO
   

SE
PT

IE
M

BR
E 

20
20

https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/comentario-a-la-reforma-del-articulo-324-lecrim/
https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/comentario-a-la-reforma-del-articulo-324-lecrim/
http://noticias.juridicas.com/actualidad/noticias/15455-el-29-de-julio-entran-en-vigor-los-nuevos-plazos-de-instruccion-penal/
http://noticias.juridicas.com/actualidad/noticias/15455-el-29-de-julio-entran-en-vigor-los-nuevos-plazos-de-instruccion-penal/
https://www.iberley.es/noticias/modificado-articulo-324-lecrim-sobre-plazo-instruccion-causas-penales-30423
https://www.iberley.es/noticias/modificado-articulo-324-lecrim-sobre-plazo-instruccion-causas-penales-30423
https://elderecho.com/el-art-324-lecr-sobre-plazos-de-instruccion-y-sus-consecuencias-procesales
https://elderecho.com/el-art-324-lecr-sobre-plazos-de-instruccion-y-sus-consecuencias-procesales
https://diariolaley.laleynext.es/dll/2020/07/29/los-nuevos-plazos-maximos-de-la-instruccion-penal-l-2-2020-de-27-de-julio-que-modifica-el-articulo-324-lecrim
https://diariolaley.laleynext.es/dll/2020/07/29/los-nuevos-plazos-maximos-de-la-instruccion-penal-l-2-2020-de-27-de-julio-que-modifica-el-articulo-324-lecrim
https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://blog.sepin.es/2020/07/version-2-0-del-sistema-de-plazos-del-proceso-penal-nueva-redaccion-del-art-324-lecrim/
https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/comentario-a-la-reforma-del-articulo-324-lecrim/
https://www.economistjurist.es/noticias-juridicas/comentario-a-la-reforma-del-articulo-324-lecrim/
http://noticias.juridicas.com/actualidad/noticias/15455-el-29-de-julio-entran-en-vigor-los-nuevos-plazos-de-instruccion-penal/
http://noticias.juridicas.com/actualidad/noticias/15455-el-29-de-julio-entran-en-vigor-los-nuevos-plazos-de-instruccion-penal/
https://www.iberley.es/noticias/modificado-articulo-324-lecrim-sobre-plazo-instruccion-causas-penales-30423
https://www.iberley.es/noticias/modificado-articulo-324-lecrim-sobre-plazo-instruccion-causas-penales-30423
https://elderecho.com/el-art-324-lecr-sobre-plazos-de-instruccion-y-sus-consecuencias-procesales
https://elderecho.com/el-art-324-lecr-sobre-plazos-de-instruccion-y-sus-consecuencias-procesales
https://diariolaley.laleynext.es/dll/2020/07/29/los-nuevos-plazos-maximos-de-la-instruccion-penal-l-2-2020-de-27-de-julio-que-modifica-el-articulo-324-lecrim
https://diariolaley.laleynext.es/dll/2020/07/29/los-nuevos-plazos-maximos-de-la-instruccion-penal-l-2-2020-de-27-de-julio-que-modifica-el-articulo-324-lecrim


25

SUMARIO:  

I. INTRODUCCIÓN 


II. ¿ES UN DERECHO ABSOLUTO? 


III. CONCLUSIONES.


RESUMEN: En la presente comunicación analizo el alcance y contenido del 
derecho del acusado a comparecer en juicio, comparando nuestra doctrina 
constitucional con la doctrina de los principales Tribunales europeos, el de 
Justicia y el de Derechos Humanos, con especial mención a la Sentencia del 
Tribunal de Justicia Europeo de 20 de febrero de 2020 y a la directiva 2016/343.


I. INTRODUCCIÓN 

El derecho constitucional reconocido en favor de todos los acusados a tener un 
juicio equitativo y con “todas las garantías” (artículo 24.2 de la CE), presenta 
diferentes planos de gran trascendencia, tales como el derecho al juez 
predeterminado por la ley, el derecho a la presunción de inocencia, el derecho a 
la igualdad de armas y entre otros, el derecho del acusado a comparecer en 
juicio.


Con anterioridad a la Directiva 2016/343, no existía una normativa internacional 
que de forma expresa recogiese, como uno de los derechos esenciales de los 
acusados, el de asistir a su juicio. El mismo, se fundamenta como uno de los 
pilares de los derechos generales de la presunción de inocencia y el 
derecho a un juicio justo, tal y como se desprende de la interpretación del 
artículo 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales realizada por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, entre otras en la sentencia Da Luz Domingues Ferreira 
contra Bélgica de fecha de 24 de mayo de 2007, tal como sostiene Hernández 
García, J al 
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DERECHO ABSOLUTO?
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sostener que “El derecho a comparecer 
personalmente en juicio es, sin duda, un 
derecho "descubierto" por el Tribunal, 
puesto que no aparece expresamente 
mencionado en el artículo 6 del Convenio, lo 
que no ha imped ido cons ide ra r l o 
implícitamente contenido en el mismo, 
como una garantía más al servicio de un 
proceso equitativo”1  Ambos principios, que 
en el fondo tienen como finalidad el 
garantizar un proceso penal equitativo, 
aparecen  a su vez consagrados en los 
artículos 47 y 48 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea y en el art ículo 11 de la 
Declaración Universal de Derechos 
Humanos.


De forma expresa, aparece recogido tal 
derecho en la directiva 2016/343 de 9 de 
marzo de 2016, de refuerzo en el proceso 
penal de determinados “ aspectos de la 
presunción de inocencia y el derecho a 
estar presente en el juicio”, cuya 
finalidad es conseguir con el mayor 
número de garantías la celebración de un 
juicio penal más justo, tal y como se 
desprende del considerando 9 de la misma 
en el que establece directamente que: “la 
finalidad de la presente Directiva consiste en 
reforzar en el proceso penal el derecho a un 
juicio justo, estableciendo unas normas 
mínimas comunes relativas a determinados 
aspectos de la presunción de inocencia y al 
derecho a estar presente en el juicio” La 
misma, en su artículo 8, recoge el deber de 
los estados miembros de garantizar que los 
acusados tengan el derecho a estar 
presentes en su juicio, considerando sin 
embargo la posibilidad de que el mismo se 

celebre en ausencia del mismo pudiendo 
dar lugar a la condena del ausente en 
aquellos casos en los que el acusado “ haya 
sido oportunamente informado del juicio y 
d e l a s c o n s e c u e n c i a s d e l a 
incomparecencia”, o en el caso en el que el 
acusado, “tras haber sido informado del 
juicio, esté formalmente defendido por un 
letrado designado o bien por el sospechoso 
o acusado o bien por el Estado”. Señalar 
que el propio art ículo reconoce la 
posibilidad de que la decisión condenatoria 
adoptada en el juicio celebrado en ausencia 
del acusado se ejecute contra el mismo.


II. ¿ES UN DERECHO ABSOLUTO? 

La cuestión se suscita en aquellos casos en 
los que el acusado, conociendo de la 
celebración de su juicio, es decir estando 
debidamente citado y asistido de letrado, 
decide no comparecer al mismo. No ofrece 
dudas la posibilidad de celebración del 
juicio en aquellos casos en los que se 
cumplan con las disposiciones legales 
p rop iamente es tab lec idas pa ra l a 
celebración del juicio en su ausencia. 
Concretamente el artículo 786.1 de la 
LECRIM prevé tal posibilidad cuando el juez 
o tribunal considera que “existen elementos 
suficientes” para poder celebrar el plenario, 
estableciendo unos límites de carácter 
punitivo, tales como que la pena de prisión 
solicitada no exceda de dos años, o 
cualquier otra pena de distinta naturaleza 
no fuera superior a seis años.


El supuesto legal y sus requisitos son 
claros, sin perjuicio de debates abiertos 
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1 HERNÁNDEZ GARCÍA, J. Monográfico sobre Derecho penal europeo, Jurisprudencia del TEDH, Sistemas 
penales europeos de Estudios de Derecho Judicial, número 155, 2010, Consejo General del Poder Judicial, 
Madrid, página 357.
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alrededor del cómputo de las penas solicitadas, pero la duda surge en aquellos casos en los 
que no se puede celebrar el juicio en ausencia del acusado. Tal ausencia ¿necesariamente 
debe comportar la no celebración del juicio? Si atendemos a la doctrina del Tribunal 
Constitucional, la respuesta a dicha pregunta debe ser negativa, al considerar el derecho del 
acusado a comparecer en su juicio como un derecho absoluto, no renunciable por el mismo 
ni de forma expresa ni de forma tácita. Así lo analiza Hernández García, J, en su libro 
Jurisprudencia del TEDH sistemas penales europeos, en el que cita la STC 87/84 y la STC 
149/86, constando literalmente en el fundamento jurídico quinto de la primera que “el 
acusado, en consecuencia, debe estar en persona a disposición de los Tribunales para 
sufrir, en su caso, el cumplimiento coactivo de la pena o porque además su presencia 
puede ser conveniente y aún necesaria para el esclarecimiento de los hechos”2


Por otra parte, Bach Fabregó/Gimeno Jubero/Hernández García, analizan también la doctrina 
constitucional desde la perspectiva del derecho a la autodefensa del acusado en el juicio, 
atribuyendo a tal derecho el mismo carácter esencial que el derecho a la asistencia letrada, 
considerando de tal manera, que salvo en los casos legalmente establecidos, la ausencia del 
acusado en su juicio debe suponer la no celebración del mismo, “conforme a lo expuesto, la 
intervención defensiva del propio acusado en el juicio oral no puede considerarse secundaria 
o subordinada a la defensa técnica realizada por el letrado, de modo que las excepciones a 
su presencia en determinadas sesiones del juicio deberán ser acordadas con los mismos 
criterios de restricción y excepcionalidad ya expuestos en relación a la dispensa de presencia 
del abogado, y únicamente en los casos ya apuntados podrá autorizarse su ausencia.”3. En 
dicho sentido analizan estos autores, la STC 13/2006, que recoge el derecho del acusado a 
la última palabra, considerando tras diferenciar el mismo de su derecho a contestar a las 
preguntas que se le formulen en el plenario que “el acusado ha de tener la posibilidad de 
contradecir o someter a contraste todo el proceso probatorio, añadiendo todo aquello que 
considere pertinente para su mejor defensa”


Frente a dicha conceptuación absoluta, casi irrenunciable del derecho del acusado a asistir a 
su propio juicio, realizada por la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional se sitúa, no 
solamente la normativa europea anteriormente citada, concretamente la directiva 2016/343, 
sino una Jurisprudencia que concibe la posibilidad al acusado de renunciar a tal derecho. El 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en las Sentencias de 14 de julio de 2001, caso 
Medenica contra Suiza y en la Sentencia de 10 de noviembre de 2004 caso Sejdovic contra 
Italia, avala, en el caso en el que es el acusado quien de forma voluntaria, fehaciente y 
expresa ha decidido no comparecer a su acto de enjuiciamiento, la legitimidad de la 
posibilidad de celebrar el juicio en ausencia y de ejecutar aquello que fue juzgado.


2 HERNÁNDEZ GARCÍA, J. Monográfico sobre Derecho penal europeo, Consejo General del Poder Judicial, 
Madrid, página 360.


3 BACH FABREGÓ/ GIMENO JUBERO/ HERNÁNDEZ GARCÍA. 84 cuestiones sobre la dirección y publicidad del 
juicio oral, centro de documentación jurídica, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2011, cuestión 18 
página 63.
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E n c l a r a c o n s o n a n c i a c o n d i c h a 
Jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, la Sala Sexta del 
Tribunal de Justicia en fecha de 13 de 
febrero de 2020, (así como a su vez, la 
STJUE de 26 de febrero de 2013), -es decir 
post-directiva 2016/343-, dictó sentencia en 
la que analiza el derecho del acusado a 
comparecer a juicio. En la misma el Tribunal 
de Justicia analiza la obligatoriedad que el 
Código Procesal Búlgaro establece 
respecto a la presencialidad de los 
acusados en el juicio, cuando los mismos 
fueran acusados por infracciones graves, 
concretamente el artículo 269 del citado 
código de enjuiciamiento. En un juicio de 
indudable complejidad, al ser múltiples 
acusados con diferentes hechos justiciables 
para cada uno de ellos, y ante las reiteradas 
ausencias de alguno o varios acusados, 
algunas de el las voluntar ias, otras 
justificadas, el Tribunal decidió plantear la 
cuestión sobre la posible vulneración del 
derecho del acusado a comparecer a juicio 
si el mismo se celebra en ausencia del 
acusado cumpliendo con los requisitos 
establecidos en el artículo 8 de la directiva 
citada4


El Tribunal de Justicia analiza la ausencia 
voluntaria de un acusado a una o varias 
vistas de su juicio, resolviendo el mismo 
que tal celebración en ausencia voluntaria 
del acusado, si se realiza respetando los 
requisitos establecidos en el artículo 8.2 a) y 

b) de la directiva, tal y como sucedió en el 
caso planteado, no supone oposición 
alguna a ningún interés público. Así 
l iteralmente resuelve que “en estas 
circunstancias, procede declarar que el 
artículo 8, apartado 2, de la Directiva 
2016/343 no se opone a una normativa 
nacional que establece que no se vulnera 
el derecho del acusado a estar presente 
en el juicio cuando este ha decidido 
inequívocamente no comparecer en una 
de las vistas celebradas en el marco del 
juicio, en la medida en que haya sido 
oportunamente informado del juicio y 
haya estado formalmente defendido en 
dicha vista por un letrado que él haya 
designado”


III. CONCLUSIONES 

La Sentencia del Tribunal de Justicia 
Europeo si bien establece el derecho del 
acusado de comparecer a juicio como un 
pilar básico necesario para garantizar un 
juicio equitativo y justo, considera el mismo 
como un derecho renunciable, siempre que, 
tal y como establece la directiva 2016/343 
se tengan las garantías suficientes de que la 
verdadera y expresa voluntad del acusado 
era la de no comparecer al acto de 
enjuiciamiento, habiendo sido debidamente 
informado del juicio y su contenido, de las 

4 Cuestión prejudicial planteada por el Tribunal Penal Especial búlgaro “¿Se vulnera el derecho del acusado a estar 
presente en el juicio con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8, apartados 1 y 2, de la Directiva 2016/343, en 
relación con sus considerandos 35 y 44, si una de las sesiones en un proceso penal se celebra en ausencia del 
acusado y este había sido debidamente convocado, informado de las consecuencias de su incomparecencia y 
defendido por el abogado de su elección, cuando: a) no compareció por razones no ajenas a su voluntad (es decir, 
cuando decidió no asistir a la sesión en cuestión); b) no compareció por una razón ajena a su voluntad (a saber, 
una enfermedad), si a continuación fue informado de los actos realizados en su ausencia y, conocedor de la 
situación, decidió y declaró que: – no cuestionaría la legalidad de dichos actos invocando su incomparecencia y 
que no deseaba que se repitiesen en su presencia; – deseaba participar en dichos actos, de modo que el órgano 
jurisdiccional llevó a cabo un segundo interrogatorio de la persona indicada por el acusado, dando a este la 
posibilidad de participar plenamente en dicho interrogatorio?”

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IVO
   

SE
PT

IE
M

BR
E 

20
20



29

consecuencias de dicha decisión, en relación a la celebración del mismo en su ausencia y la 
posibilidad del dictado de una sentencia condenatoria en su contra y se encuentra 
debidamente asistido por un letrado, o bien designado o bien del turno de oficio. Sin duda 
ello, contrasta con la interpretación doctrinal y jurisprudencial en España, abordándome la 
duda de si resultaría razonable plantear una cuestión de prejudicialidad ante el Tribunal de 
Justicia Europeo, en nuestro caso.
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06

I. INTRODUCCIÓN 

La LO 5/2000, que tiene un contenido 
predominantemente procesal, regula todos 
los aspectos sustantivos, procesales y de 
ejecución de la intervención sobre menores 
y jóvenes infractores, estableciendo un 
sistema integrado en el sistema penal 
ordinario. Constituye, por tanto, una 
legislación especial, no incorporada al 
Código Penal ni a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, aun cuando se prevea la aplicación 
subsidiaria de ambos textos con el fin de 
completar sus disposiciones o para rellenar 
posibles lagunas.


Resulta  frecuente que, en la comisión de los 
actos delictivos que se perpetran a diario, 
aparezcan varios sujetos implicados, de 
edades d i fe ren tes , cuya au to r ía y 
participación, si se trata de mayores de 18 
años, pasan a instruirse por la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal , y a enjuiciarse por 
el Código penal, y si se trata de mayores de 
14 pero menores de edad, por la LO 5/2000, 
d e 1 2 e n e r o , r e g u l a d o r a d e l a 
responsabilidad penal de los menores  cuyo 
ámbi to de ap l icac ión se a t iene a l 
enjuiciamiento y fallo de los delitos y faltas 
cometidos por aquéllos.


II. VALORACIÓN CRÍTICA DEL 
ENJUICIAMIENTO POR SEPARADO 

Por la propia estructura del proceso de 
menores que coexiste con la jurisdicción 
penal ord inar ia , resul ta igualmente 
frecuente, que se solucione y recaiga 
sentencia con anterioridad, en el acto de 
enjuiciamiento del menor - que puede, 
incluso, haber dejado de serlo ...- de manera 
que, al iniciarse el proceso del/ los 
imputados, mayores de edad, por los que 
pudieran parecer "los mismos hechos"...se 
plantea la cuestión de cual es el valor que 
ha de darse en ese proceso penal "de 
m a y o re s " , a l a s e n t e n c i a re c a í d a 
anteriormente, respecto de los menores.


Conforme a la legislación vigente (art. 16,5 
de la LO 5/2000, de 12 enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores 
(LORPM), los Juzgados de menores son los 
órganos competentes para el enjuiciamiento 
y fallo de los delitos y faltas cometidos por 
los mayores de 14 y menores de 18 años. 
Así pues, cuando en la ejecución de un 
mismo hecho delictivo participen tanto 
mayores como menores de edad, por 
imperativo legal, y con sujeción a idénticas 
garantías constitucionales, se impone un 

EL ENJUICIAMIENTO 
SEPARADO DE LOS 
MENORES Y LOS 
ADULTOS QUE 
INTERVIENEN EN 
UN MISMO HECHO 
DELICTIVO

LUIS CARLOS BARQUIN DE COZAR ROURA 
Abogado del Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona 



31

doble enjuiciamiento ante la jurisdicción de 
menores y la jurisdicción penal ordinaria, 
p o r l o q u e a m b o s ó r g a n o s d e 
enjuiciamiento, con plenitud de jurisdicción, 
dictarán la sentencia que corresponda, que 
no será sino el resultado de la aplicación del 
principio de libre valoración de la prueba 
que rige en ambos procedimientos.


Para determinar qué valor debe de darse a 
la sentencia dictada con carácter previo en 
el procedimiento de menores, no puede 
olvidarse, que conforme ha venido 
estableciendo el Tribunal Constitucional, 
sólo pueden considerarse verdaderas 
pruebas aptas para desvirtuar el derecho a 
la presunción de inocencia y fundar la 
declaración de culpabilidad, las practicadas 
en el acto del juicio que se desarrolla ante el 
Juez o Tribunal que ha de dictar Sentencia, 
de modo oral, contradictorio y con 
inmediación.


La convicción del juzgador sobre los hechos 
enjuiciados deberá de alcanzarse en 
contacto directo con los medios de prueba 
aportados por las partes, ello con la sola 
excepción de las denominadas pruebas 
anticipadas y preconstituidas, siempre y 
cuando en su práctica se haya garantizado 
la aplicación de los referidos principios de 
contradicción e inmediación, y sea 
imposible su práctica en el juicio oral.


Es decir, que la sentencia que pueda 
dictarse ante la jurisdicción de menores, no 
condicionará en modo alguno la sentencia 
que deba dictarse en el procedimiento en el 
que se enjuicia la conducta del coparticipe 
mayor de edad penal, por cuanto, tal y 
como mantiene de forma constante la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo, no es 
correcto procesal y constitucionalmente 
condenar por unas declaraciones prestadas 
en otro proceso por testigos o coimputados 
o por pruebas periciales o documentales en 
él obrantes, porque al hacerlo así, se 
vulnera el derecho de defensa que está 

constituido a su vez por un haz de derechos 
procesales entre los que cabe destacar la 
necesidad de que toda la prueba pueda ser 
contradicha y la de que los testigos 
intervengan personalmente en el juicio oral.


Así pues, será necesario, que en el segundo 
p roceso , se p rac t i quen con to ta l 
inmediación y contradicción todas aquellas 
pruebas que se estimen convenientes, con 
independencia de que las mismas hayan 
sido practicadas ante el Juzgado de 
menores y valoradas por el mismo en la 
sentencia que haya sido dictada. 


Al margen de lo ya comentado, debe de 
añad i rse l a pa r t i cu la r idad de que 
atendiendo al criterio establecido por 
Acuerdo del Pleno no jurisdiccional del 
Tribunal Supremo de 16 diciembre 2008 -
EDJ 2008/375252-, y recogido en las 
posteriores sentencias de 7 enero -EDJ 
2009/17669- y 31 marzo 2009 -EDJ 
2009/41864-, el menor juzgado por los 
mismos hechos que con posterioridad 
acuda al juicio de otro coimputado mayor 
de edad, con sentencia firme, declarará en 
el plenario como testigo, haciéndolo como 
coimputado si no ha recaído sentencia o si 
la misma no es ejecutoria, con las 
importantes consecuencias que a los 
efectos de valoración de prueba se derivan 
de que declare en una u otra cualidad, al ser 
exigible jurisprudencialmente respecto a los 
coimputados, el plus de credibilidad 
consistente en que sus declaraciones 
vengan mínimamente corroboradas por 
otros datos o elementos de juicio que 
confirmen su contenido. El riesgo pues de 
que se dicten sentencias contradictorias o 
divergentes es evidente.


También hay que tener en cuenta que, 
"ningún valor probatorio puede darse a la 
Sentencia dictada por la jurisdicción de 
menores en el procedimiento penal seguido 
contra otros imputados mayores de edad", 
puesto que "las sentencias dictadas por 
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distintos tribunales, no se vinculan entre sí" 
según destaca la propia jurisprudencia 
const i tucional , que ha considerado 
"incompatible con el principio de seguridad 
jurídica consagrado constitucionalmente 
( a r t . 9 , 3 C E ) l a e x i s t e n c i a d e 
pronunciamientos contradictorios firmes 
entre diversas resoluciones jurisdiccionales, 
argumentando que "unos mismos hechos 
no pueden existir y dejar de existir para los 
órganos del Estado".  

Al margen de todo lo expresado, se ha de 
destacar que la doble jurisdicción comporta 
un derroche de energías y esfuerzo en 
sedes policial y judicial que a priori, no se ve 
compensado por ventaja alguna. Los 
derechos de los imputados, mayores y 
m e n o r e s , q u e d a r í a n i g u a l m e n t e 
salvaguardados con una sola investigación. 
La existencia de un procedimiento paralelo, 
en la fase de investigación supone 
complejidad y duplicidad de tramites 
injustificados y distorsiona la vista oral 
porque, quien declara como imputado en 
una vista tiene que declarar como testigo 
"sui generis" en la otra, cuando no se ha 
celebrado juicio y puede dar lugar a 
sentencias contradictorias difíciles de 
entender por la ciudadanía.


De igual modo se refiere a este doble 
enjuiciamiento el acuerdo de pleno no 
jurisdiccional del T.S. de 16 de diciembre de 
2008, que textualmente dice en relación con 
la validez de la declaración en el plenario 
del coimputado juzgado con anterioridad 
que acude como testigo al juicio de otro 
acusado: “La persona que ha sido juzgado 
por unos hechos y con posterioridad acude 
al juicio de otro imputado para declarar 
sobre esos mismos hechos, declara en el 
plenario como testigo y, por tanto, su 
testimonio debe ser valorado en términos 
racionales para determinar su credibilidad.”


III. OPINIÓN DE MAGISTRADOS  

En general los jueces y magistrados 
consideran importante juzgar a mayores y 
menores cuando hayan cometido un mismo 
hecho delictivo, o hayan participado como 
autores o partícipes en el mismo.


Es decir, enjuiciar a menores y mayores en 
el mismo juicio y por un solo tribunal, con 
independencia de que se les imponga la 
condena correspondiente al mayor de edad 
y por parte del juez de Menores la medida 
que corresponda.


Según esta opinión, se resolverían los 
problemas de interpretación de las 
sentencias y, lo más importante, se evitaría 
que las víctimas se pudieran sentir burladas 
al tener que comparecer en dos juicios en 
los que se practican las mismas pruebas y 
luego pueden producirse interpretaciones 
dispares.


Incluso en la redacción de Fundamentos de 
Derecho de  la Sentencia de 20 de Octubre  
de la Audiencia Provincial de Sevilla, 
Sección 3ª, sobre el caso “Marta del 
Castillo” (sin duda uno de los casos más 
mediáticos de las últimas décadas), se 
recoge la opinión siguiente:


En igual sentido, queremos dejar patente lo 
d i f í c i l d e n u e s t r a l a b o r e n e s t e 
procedimiento cuando, por la indiciaría 
participación de mayores y el menor 
encausado en los hechos contamos, por 
d e c i s i ó n d e l l e g i s l a d o r, c o n d o s 
jurisdicciones igual de competentes y que 
llevan a cabo investigaciones diversas que 
abocan a doble enjuiciamiento, con el riesgo 
c i e r t o d e q u e p u e d a n e x i s t i r 
pronunciamientos discordantes que hagan 
que en ese puzle, a que se refirieron las 
acusaciones, no encajen todas su piezas. 
No obstante, no podemos dejar de decir, 
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que no se trata de encajar todas las piezas en un solo procedimiento sino que, por opción y 
decisión del legislador, la responsabilidad del menor no podrá ser analizada, valorada y en su 
caso exigida en un único juicio con todos los responsables sean o no mayores de edad. Esta 
circunstancia crea una serie de disfunciones, no sólo a la hora de la llevar a efecto la labor de 
investigación policial y judicial, como puso de manifiesto la sentencia apelada, sino también a 
la hora de la valoración de la prueba, como quedó patente en dicha resolución. 

Esta primera consideración, parece una constante crítica al sistema legal vigente por parte de 
los que diariamente nos dedicamos a la cada día más delicada y criticada labor de impartir 
justicia, cuando existen implicados mayores y menores en el mismo hecho. Tanto el Juzgado 
de Menores como la Fiscalía hacen referencia a ello y este Tribunal no puede dejar pasar la 
ocasión para sumarse a esa crítica, cuyo fin último, es evitar dos procedimientos paralelos 
sobre unos mismos hechos, que pueden condicionar y perjudicar el esclarecimiento de la 
verdad material, principio que orienta toda la actuación judicial y al que se refiere el Ministerio 
Fiscal en su escrito de recurso. No depende de los Tribunales, como es obvio, la modificación 
del sistema actual del doble procedimiento, pero consideramos que el legislador debería ser 
sensible a esta sugerencia y no demorar, algo que, por lo expuesto, necesita de una reforma 
legislativa si queremos una justicia fiable. No debemos olvidar que los jueces utilizamos el 
vehículo procesal que el legislador ofrece y si éste tiene dos compartimentos o dos 
conductores con sendos volantes es difícil manejarlo, y las consecuencias de la eventual 
colisión, no debe recaer solo en los conductores sino y sobre todo, en el fabricante, por el 
defectuoso medio puesto a disposición de aquellos. 

IV. LA REFORMA DE LA LEY DE RESPONSABILIDAD PENAL DEL MENOR 

Actualmente se prevé una modificación de la ley procesal española mediante el Anteproyecto 
de LECrim. La vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal data de 1882 y esta iniciativa de 
cambio del proceso penal es la primera que se formaliza desde la entrada en vigor de la 
Constitución. 


Al margen de esta importante modificación legislativa, el día 25 de enero de 2012 el ministro 
de Justicia, Alberto Ruiz-Gallardón, informó en el Congreso que el Gobierno va a emprender 
una reforma de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor en la que, en caso de delito grave, 
se enjuicien conjuntamente adultos y menores.


En su primera intervención en el Parlamento en el cargo en la Comisión de Justicia, Ruiz-
Gallardón explicó que en esta nueva regulación de la Ley Orgánica de Responsabilidad Penal 
del Menor se unificará la investigación y el enjuiciamiento en los casos de delito grave en los 
que estén implicados mayores y menores, sin que esto suponga una merma de los derechos 
del menor.


El objetivo de la misma, según detalló, es evitar casos que han posibilitado el doble 
enjuiciamiento cuando en un mismo delito grave ha concurrido la participación de mayores y 
menores de edad, como ha podido suceder con el caso de Marta del Castillo o el asesinato 
de Sandra Palo, fomentando la celeridad y economía procesal, evitando la doble victimización 

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IVO
   

SE
PT

IE
M

BR
E 

20
20



34

y una mayor comodidad para la acusación particular, así como prevenir efectos perversos de 
contaminación de un proceso al otro (que la primera sentencia influyera sobre la posterior).


De esta forma, se pretende unificar la investigación de hechos delictivos y proceder a un 
enjuiciamiento conjunto. En todo caso, se prevé que esta nueva medida no implique una 
"merma" sobre los derechos del menor, ya que se le aplicará a éste siempre su normativa 
especial. 
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I. BREVE REFERENCIA AL MARCO 
GENERAL DEL ART. 25.2 DE LA 
CONSTITUCIÓN. 

El Título III del Código Penal (CP) clasifica 
las penas en tres grupos bien definidos de 
mayor a menor gravedad: las privativas de 
libertad (arts. 35 a 38), las privativas de 
derechos (arts. 39 a 49) y la pena de multa 
(arts. 50 a 53). El texto legal incluye los 
trabajos en beneficio de la comunidad (TBC) 
entre las penas privativas de derechos, 
concretamente en el art. 39.i, consistiendo 
los mismos en la obligación a cargo del 
penado, y con su consentimiento, de prestar 
una cooperac ión no re t r ibu ida en 
actividades de utilidad pública (art. 49). 


II. FUNDAMENTO DE LA PENA DE TBC 

1. Los TBC desde la teoría de la 
prevención. 

Desde el punto de vista de la prevención 
puede afirmarse que los TBC cumplen con 
determinados parámetros que permiten 
considerarlos una pena asumible como 
respuesta jur íd ica vál ida ante la 

infracción delictiva. Así, presentan una 
dosis de capacidad intimidante derivada de 
las privaciones y la obligación de hacer que 
les es aneja. A ello debe añadirse que los 
TBC presentan una percepción de 
restauración del daño ocasionado por el 
delito, lo que sitúa el énfasis en el contenido 
reparador de esta pena.


También cabe destacar la capacidad 
rehabilitadora de los TBC, cuyo potencial 
aflora en una diversidad de aspectos entre 
los que es oportuno mencionar la 
adquisición de hábitos laborales, el 
desarrollo de habilidades útiles, el uso 
constructivo del tiempo libre, el desarrollo 
de la personalidad y la no interrupción de la 
normalidad de la vida familiar, laboral o 
social del penado.	  


2. Los TBC desde la teoría retribucionista. 

El fundamento retribucionista de los TBC 
obedece a los siguientes aspectos:


- Los TBC pueden ser considerados 
un castigo al concurrir en ellos dos 
elementos esenciales a tal fin: la 
carga punitiva y la suficiencia.
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- Los TBC pueden ser modulados para adaptarse a la gravedad de la infracción, con 
respeto al principio de proporcionalidad.


- Quedan excluidos de la pena de TBC aquellos elementos o circunstancias que 
puedan atentar contra la dignidad del penado.


	 


III. EL CONSENTIMIENTO DEL PENADO 

1. Planteamiento general.  

El art. 49 CP requiere imperativamente la concurrencia del consentimiento del 
penado para la imposición de la pena de TBC, en consonancia con la prohibición de 
trabajos forzados establecida en el art. 25.2 CE. Por esta razón no existe ningún delito 
cuyo castigo aparezca conminado con la sola pena de TBC, puesto que la falta de 
consentimiento del penado a su realización impediría desde luego la ejecución de la 
misma.


2. Modelos en derecho comparado. 

- El primero de ellos, al que se acoge el legislador español, requiere la simple 
aceptación del penado para que se le pueda imponer esta sanción.


- En el segundo modelo basta la constatación de la ausencia de un rechazo 
expreso para que se entienda que presta su consentimiento.


- El tercer modelo, más exigente, consiste en requerir al penado para que solicite 
expresamente del órgano judicial la posibilidad de cumplir la pena de TBC, sin que 
aquel órgano venga por ello vinculado a su concesión. Este sistema únicamente 
opera cuando los TBC cumplen una función sustitutiva.


3. Diferencias entre TBC y trabajos forzados. 

Es importante no confundir la pena de TBC con la imposición de trabajos forzados, 
puesto que son conceptos muy diferentes. De hecho, la ya mencionada prohibición 
constitucional de estos últimos se compatibiliza con la de exclusión de las penas o tratos 
inhumanos o degradantes contenida en el art. 15 CE. Esta base de Derecho interno se 
corresponde con las definiciones de trabajos forzados, en relación con los derechos 
humanos, que podemos encontrar en diferentes textos internacionales, de los cuales se 
desprende que no se considera trabajo forzoso u obligatorio aquel que se impone en 
una resolución judicial como consecuencia de la comisión de un delito. Sin embargo, 
nada se dice en aquellas normas acerca de que en tales supuestos deba o no concurrir el 
consentimiento del penado. Al respecto se ha interpretado que, deberían excluirse 
como trabajos forzosos las sanciones que consistan en la prestación de servicios 
de utilidad social.


La naturaleza imprescindible del consentimiento del penado en los TBC coadyuva al 
desarrollo de dos objetivos fundamentales: 1º. Evitar que se altere la función de 
humanización de las penas; y 2º. Involucrar al penado, mediante su autorresponsabilidad, 
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para que coopere en la orientación 
resocializadora de la sanción.


IV. CONTENIDO DE LA PENA DE TBC. 

El art. 49 CP deriva el contenido de los 
TBC a que a través de los mismos el 
penado preste su colaboración no 
retribuida en “determinadas actividades 
de utilidad pública”. El legislador no ha 
especificado en el precepto cuáles sean 
en concreto tales actividades, limitándose 
a explicar genéricamente en qué puedan 
consistir y poniéndolas en relación de 
similitud con la naturaleza del delito 
cometido.


A pesar de esta falta de especificación, la 
“utilidad pública” atribuida a los TBC 
encuentra su justificación en diversos 
m o t i v o s , c o m o s o n l a f u n c i ó n 
reparadora , l a impos ib i l i dad de 
apropiación privada de los beneficios o 
la utilidad reportados y la dimensión 
resocializadora, que emerge cuando se 
fomenta el contacto entre penados y 
beneficiarios del trabajo. Sobre esta base 
cabe diferenciar tres sistemas que pueden 
ayudar en la concreción de los puestos de 
trabajo:


1º . Un s i s tema de aproveche las 
habilidades o la formación del penado para 
dar cobertura a las necesidades que 
presente la comunidad.


2º. Vincular el TBC con la infracción 
cometida.


3º. Asignación aleatoria de los penados a 
los trabajos que estén disponibles o a los 
que precise la comunidad en ese momento.


El legislador ha optado en el art. 49 CP por 
el segundo de estos sistemas, sin que ello 
suponga la exclusión del tercero si las 
circunstancias así lo exigen.	 


V. DURACIÓN DE LA PENA DE TBC. 

1. Extensión temporal y cuestiones 
críticas. 

El Código Penal regula el aspecto temporal 
de los TBC en una pluralidad de preceptos, 
referidos tanto a la duración de los mismos 
en cuanto pena como a las diversas 
concreciones relativas a las vicisitudes de 
su ejecución.


Esta regulación del contenido temporal de 
la pena de TBC invita a reflexionar sobre 
algunas cuestiones sobre aspectos críticos 
relacionadas con el mismo. Concretamente:


1ª. Resulta oportuno que el CP prevea el 
límite máximo de duración de los TBC, 
según operen como pena leve (30 días) o 
como pena menos grave (1 año), así 
como su régimen cuando constituyen una 
alternativa a la RPSIM y en los supuestos 
de suspensión de una pena privativa de 
libertad.


2ª. El tiempo de 1 año como límite máximo 
de los TBC en cuanto pena menos grave ha 
de traducirse a jornadas de trabajo, lo que 
supone un total de 2880 horas a razón de 8 
horas diarias durante 360 días, lo que 
resulta excesivo si se tiene en cuenta que 
en derecho comparado el máximo suele 
estar en 240 horas.


3ª. Un inconveniente que podría darse 
sería la puesta en marcha de todo el 
mecanismo de aplicación de los TBC 
cuando se impusiera, como pena leve, un 
solo día de trabajo, lo cual, además de 
movilizar el aparato ejecutivo de la 
sanción, tendría, a los efectos de la 
prevención especial, un muy escaso 
efecto resocializador en el penado.


4ª. El art. 71.2 CP prevé la sustitución 
imperativa de las penas de prisión inferiores 

BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
SE

PT
IE

M
BR

E 
20

20



38

a 3 meses po r TBC, en t re o t r as 
posibilidades que enumera, señalando una 
jornada de trabajo por cada día de prisión. 
Ante el silencio legal, el carácter menos 
grave o leve de la pena de TBC sustitutiva 
ha de en tende rse que es e l que 
corresponda a la duración de la pena 
privativa de libertad sustituida.


2. Relación temporal entre los TBC y la 
suspensión de las penas privativas de 
libertad. 

El número 3 del art. 80 CP establece un 
régimen suspensorio excepcional aplicable 
a la ejecución de las penas privativas de 
libertad cuando el condenado no fuese 
delincuente primario y/o la pena impuesta o 
la suma de las impuestas supere los 2 años 
de duración, siempre que no se trate de un 
reo habitual conforme al art. 94. En tales 
casos la suspensión siempre quedará 
sometida, junto a otras condiciones, a la 
alternativa entre el pago de una multa o la 
realización de TBC. Respecto de estos 
últimos no prevé la norma un límite 
máximo, pero sí establece su porción 
mínima. El vacío legal que genera la 
ausencia de previs ión del máximo 
imponible puede rellenarse, acudiendo a 
una interpretación integradora del texto 
legal, tomando la referencia de los dos 
tercios a que se refiere el art. 84.1.3ª CP, 
sobre los que se aplicaría dicho criterio de 
conversión.


VI. COMPETENCIA JUDICIAL EN 
FUNCIÓN DE LOS TBC COMO PENA 
PRINCIPAL, COMO CONDICIÓN DE LA 
SUSPENSIÓN DE LA PENA PRIVATIVA 
DE LIBERTAD, O COMO MEDIO DE 
CUMPLIMENTO DE LA 
RESPONSABILIDAD PERSONAL 
SUBSIDIARIA POR IMPAGO DE MULTA. 

Es criterio adoptado por los Jueces de 
Vigilancia Penitenciaria que cuando los 

TBC se imponen como pena principal el 
control de su ejecución corresponde al 
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 
(JVP), el cual, previa notificación remitida 
por el Servicio de Gestión de Penas y 
Medidas Alternativas (SGPMA), deducirá 
testimonio por quebrantamiento de 
condena. Ahora bien, con carácter previo a 
un eventual incumplimiento de los TBC ha 
de diferenciarse entre las posibles 
incidencias que surjan con anterioridad o 
con posterioridad a la formalización del 
plan de ejecución por el SGPMA, el cual 
una vez elaborado tiene ejecutividad 
inmediata y puede ser revisado por el JVP, 
que puede llegar en su caso a privarle de 
eficacia ejecutiva.


En caso de que los TBC se hayan 
impuesto como forma alternativa de 
cumplimiento de la responsabilidad 
personal subsidiaria por impago de 
multa (art . 53.1, pár. 2º CP), su 
incumplimiento será notificado por el 
JVP al órgano sentenciador, el cual 
acordará el cumplimiento de la pena 
sustituida efectuando la correspondiente 
liquidación de condena.


Más compleja, aparentemente, es la 
atribución de competencia judicial cuando 
los TBC se han impuesto como 
condición de la suspensión de una pena 
privativa de libertad, manifestándose 
aquéllos en forma de prestación o medida a 
cargo del penado (art. 84.1.3ª CP). Al 
respecto los Jueces de Vigilancia 
Penitenciaria han adoptado el criterio de 
atribuir la competencia para el control de 
su ejecución al órgano sentenciador, 
posición que también ha hecho suya la Sala 
Segunda del Tr ibunal Supremo en 
Acuerdo de Pleno de 24 de octubre de 
2018.  
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 El art. 8.3 del Pacto presenta en contenido análogo al del art. 4 del Convenio Europeo, 
añadiendo dos matizaciones. La primera, en su apartado b), determina que la prohibición 
de trabajos forzosos u obligatorios no puede interpretarse “en el sentido de que prohíbe , 
en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión 
acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados 
impuesta por un tribunal competente”; y la segunda, en su apartado c), excluye como 
trabajo forzoso u obligatorio “i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en 
el inciso b), se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión judicial 
legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de una decisión 
se encuentre en libertad condicional”.


 En su art. 5 se determina: “Nadie podrá ser sometido a esclavitud o servidumbre. Nadie 
podrá ser constreñido a realizar un trabajo forzado u obligatorio. Se prohíbe la trata de 
seres humanos”.


 Según dicho precepto el trabajo forzoso u obligatorio es “todo trabajo o servicio exigido a 
un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicho individuo no se 
ofrece voluntariamente”, si bien en el número 2.c se excluye de dicha conceptualización 
“cualquier trabajo o servicio que se exija a un individuo en virtud de una condena 
pronunciada por sentencia judicial, a condición de que este trabajo o servicio se realice 
bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas y que dicho individuo no sea cedido 
o puesto a disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter 
privado”.


BRANDARIZ GARCÍA, J.A., La pena…, pp. 262-265. Disponible en: 
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HYPERLINK "http://www.ecrim.es/publications/2009/SancioPenalTrabajos.pdf" 
www.ecrim.es/publications/2009/SancioPenalTrabajos.pdf


BRANDARIZ GARCÍA, J.A., loc. cit., pp. 265-268.


BLAY GIL, E., La pena…, pp. 187-189. Disponible en:


tdx.cat/handle/10803/5084#page=1   


Según la dicción legal, los TBC podrán consistir en las actividades que el precepto 
enumera “en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el penado”.


BLAY GIL, E., La pena…, p. 190. Disponible en:


tdx.cat/handle/10803/5084#page=1   


BRANDARIZ GARCÍA, J.A., El trabajo en beneficio de la comunidad como sanción penal, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, pp. 239-240.


BLAY GIL, E., La pena…, pp. 198-204. Disponible en:


tdx.cat/handle/10803/5084#page=1   


Dice el precepto: “No obstante, cuando por aplicación de las reglas anteriores proceda 
imponer una pena de prisión inferior a tres meses, ésta será en todo caso sustituida por 
multa, trabajos en beneficio de la comunidad, o localización permanente, aunque la ley no 
prevea estas penas para el delito de que se trate, sustituyéndose cada día de prisión por 
dos cuotas de multa o por una jornada de trabajo o por un día de localización 
permanente”. 


 FERRER GARCÍA, A.M., Las penas tras la Ley Orgánica 1/2015. Aplicación retroactiva. 
Criterios desde la óptica de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, Cuadernos Digitales de 
Formación (Consejo General del Poder Judicial), núm. 45, 2016, p. 19.


 XXVII ENCUENTRO DE JUECES DE VIGILANCIA PENITENCIARIA, Criterios de actuación, 
conclusiones y acuerdos, A Coruña, 28-31 de mayo de 2018, p. 63.


 XXVII ENCUENTRO DE JUECES DE VIGILANCIA PENITENCIARIA, loc. cit., p. 62.


 XXVII ENCUENTRO DE JUECES DE VIGILANCIA PENITENCIARIA, loc. cit., p. 63.


 XXVII ENCUENTRO DE JUECES DE VIGILANCIA PENITENCIARIA, loc. cit., p. 63.


 Afirma la Sala Segunda: “El control de la ejecución de los trabajos en beneficio de la 
comunidad impuestos como condición de la suspensión de la pena de prisión, conforme a 
los arts. 80 y 84 del Código Penal, corresponde al órgano sentenciador (art. 86 CP)”. 


El Acuerdo extiende el mismo criterio competencial cuando los TBC operan como pena 
sustitutiva acordada bajo la vigencia del derogado art. 88 CP.
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08
LA 

RESPONSABILIDAD 
PERSONAL 

SUBSIDIARIA POR 
IMPAGO DE LA PENA 

DE MULTA (art. 53 
CP.):  Principios 

esenciales

En el presente artículo se realiza un breve y esencial análisis de la 
responsabilidad personal subsidiaria por impago de la pena de 
multa de acuerdo a la redacción de la normativa actualmente 
vigente en el ordenamiento jurídico español, recogida de modo 
principal el art. 53 CP., en atención a los principios estructurales 
que la regulan y a la luz de la labor interpretativa que de los 
mismos ha efectuado la jurisprudencia emanada del Tribunal 
Supremo.


La responsabilidad personal subsidiaria tratada parte de la previa 
imposición de una pena en un procedimiento por la comisión de 
un hecho definido o tipificado como delito, pudiendo ser definida 
la pena, conceptualmente, como retribución, esto es, una suerte 
de precio que se paga por el delito cometido. Así, se dice, desde 
antiguo, punitur quia peccatum est, esto es, se castiga porque se 
ha delinquido: se retribuye con un castigo a quien ha realizado un 
delito (mal)1.


La imposición de una pena al culpable debe ser por definición 
plenamente efectiva y cumplirse en sus justos términos, lo que de 
ordinario se materializa con cierta simplicidad en el caso de la 
pena de prisión con reclusión del individuo en una localización 
física debidamente habilitada, centro penitenciario o cárcel, y con 
directa aplicación de la normativa penitenciaria vigente. Sin 
embargo en el caso de las penas pecuniarias, como es la pena de 
multa, prevista generalmente para las infracciones menos graves, 

JOSÉ MARÍA BERNABÉU VERGARA 
Juez sustituto adscrito al Tribunal Superior de Justicia de la 

Comunidad Valenciana

1COBO DEL ROSAL. M,  VIVES ANTÓN T.S, Derecho Penal: parte general. Ed. 
Tirant lo Blanch, 1991. p. 616.
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el legislador español previó en el CP 
aprobado en 1995 que en el caso de que el 
penado no cumpliere, de modo voluntario o 
forzoso, el contenido de la pena de multa se 
vería compelido al cumplimiento de una 
responsabilidad derivada que implicaría de 
modo inicial su privación de libertado o, de 
modo subsidiario, la realización de una 
prestación consistente en trabajos en 
beneficio de la comunidad.


De tal forma, el principio de legalidad y 
taxatividad de las penas, en lo que refiere 
a la responsabilidad personal por impago 
de pena de multa, queda cumplido con lo 
consignado en los arts. 33 y 53 CP, 
expresando el primero en su apartado 5 que 
“La responsabilidad personal subsidiaria por 
impago de multa tendrá naturaleza menos 
grave o leve, según la que corresponda a la 
pena que sustituya”. 

Así, configurada la naturaleza de la 
responsabilidad personal indicada como 
una verdadera pena, siguiendo el tenor 
literal del apartado primero del art. 53 CP, se 
dispone que “1. Si el condenado no 
satisficiere, voluntariamente o por vía de 
apremio, la multa impuesta, quedará sujeto 
a una responsabilidad personal subsidiaria 
de un día de privación de libertad por cada 
dos cuotas diarias no satisfechas, que, 
tratándose de delitos leves, podrá cumplirse 
mediante localización permanente. En este 
caso, no regirá la limitación que en su 
duración establece el apartado 1 del artículo 
37. 

También podrá el juez o tribunal, previa 
conformidad del penado, acordar que la 
responsabilidad subsidiaria se cumpla 
mediante trabajos en beneficio de la 
comunidad. En este caso, cada día de 
privación de libertad equivaldrá a una 
jornada de trabajo.”


 Se da cumplimiento de tal forma al 
principio de legalidad que ha de regir en la 
materia, tratándose asimismo de materia 
reservada a ley orgánica por imperativo del 
art. 81 CE, ante la afectación de un derecho 
fundamental como es la libertad personal 
del individuo (art. 17 CE), y ello asimismo 
continuando con la tradición jurídica latina 
que imponía, a los fines de la definición de 
la conducta constitutiva de delito y pena 
asociada, una lex scripta, praevia y certa.


De acuerdo a lo anterior, y como cuestión 
práctica asociada, se torna imprescindible 
que en el propio texto de la sentencia 
condenatoria dictada en el procedimiento 
penal conste de modo expreso, en el 
supuesto de imposición de una pena de 
multa, que su incumplimiento dará lugar a la 
aplicación de la responsabilidad personal 
subsidiaria o previsión indicada en el art. 53 
CP.  De otro modo, ello es con la omisión de 
dicho pronunciamiento, aprecio que, a fin 
de no ocasionar indefensión al justiciable, 
no cabría la aplicación de la previsión 
indicada en el art. 53 CP.


No obstante, la claridad de la definición 
legal, y ya con anterioridad a la vigencia del 
actual código penal, bajo la vigencia del CP 
de 1973 y de su art. 91 que regulaba el 
arresto sustitutorio por impago de multa 
q u e o t o r g a b a g r a n m a r g e n d e 
discrecionalidad al juez para su aplicación, 
se plantearon dudas acerca de la legalidad 
e incluso adecuación a la CE. de 1978 de 
la responsabilidad personal subsidiaria, y 
ello, de modo esencial, bajo la sombra de la 
tradicional proscripción de la prisión por 
impago de deudas. Sobre dicha cuestión, el 
Tribunal Constitucional se encargó de 
disipar las posibles dudas existentes 
sobre la responsabilidad personal 
subsidiaria por impago de multa en la 
Sentencia 19/1988 de 16 de febrero cuyas 
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conclusiones quedaron refrendadas por la posterior nº 230/1991 de 10 de diciembre. 
Así, en la inicial e ilustrativa resolución se concluía (F.J 4º) que “no puede decirse que el 
precepto examinado conculque la norma constitucional que declara el derecho de todos a la 
libertad, pues en su art. 17.1 la Constitución ha concretado tal garantía, en lo que ahora 
importa, imponiendo que la privación o restricción de la libertad no se lleve a cabo sino "en 
los casos y en la forma previstos en la Ley"; y entre las hipótesis que justifican 
constitucionalmente la privación o restricción "pro tempore" de la libertad se halla la de haber 
sido el individuo "penado legalmente en virtud de sentencia dictada por un Tribunal 
competente" -ap. 1.a) art. 5 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de 
las Libertades Fundamentales, de 4 noviembre 1950-. (...) 

Las consideraciones anteriores no llevan sólo a descartar que la disposición cuestionada 
contraríe, de modo directo, lo dispuesto en el art. 17 CE. Conducen también a excluir, con 
igual claridad, otro hipotético vicio de inconstitucionalidad asimismo apuntado por el órgano 
judicial proponente de la cuestión y cifrado por él en la supuesta contradicción entre el 
enunciado del art. 91 y el principio de "culpabilidad", (…)  la privación subsidiaria de libertad 
contemplada en el art. 91 CP no está llamada a recaer sobre una persona al margen y con 
independencia de toda estimación sobre su culpabilidad, sino, según antes advertimos, en 
tanto que medida sustitutoria de una pena -inejecutable- asignada, al término del debido 
proceso judicial, a quien ha sido precisamente considerado culpable por la realización de la 
acción típica y antijurídica sancionada por la Ley penal. La insolvencia determinante de la 
inejecutabilidad de la pena patrimonial no es el fundamento de la posible aplicación de la 
medida subsidiaria que se considera. La finalidad de la sustitución es la de procurar que no 
quede sin sanción, en esta hipótesis, una determinada transgresión del ordenamiento penal.”


En este apartado, como se extrae de lo anterior, debe subrayarse la efectiva distinción 
entre la denominada “prisión por deudas”, institución ya superada de la que no han 
faltado ejemplos en el derecho histórico, de la responsabilidad personal tratada y 
analizada en el presente trabajo.


En tal sentido, prevé el art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
19 de diciembre de 1966, ratificado por España a través de Instrumento de ratificación 
publicado en BOE de 30 de abril de 1977, que “nadie será encarcelado por el solo hecho de 
no poder cumplir una obligación contractual.”.  Se muestra, por lo tanto, diáfana la diferencia 
entre el cumplimiento de la responsabilidad personal subsidiaria tratada en el presente, 
derivada del incumplimiento plenamente confirmado de una pena de multa previamente 
impuesta en un procedimiento penal, y la prohibición, confirmada a nivel internacional 
incluso, de que una persona pueda ser sometida a una pena o medida privativa de libertad 
por el mero hecho de incumplimiento o no satisfacción de una obligación de naturaleza 
contractual. Es taxativa la prohibición establecida, no cabe que ante un incumplimiento 
contractual, sea de la naturaleza y trascendencia que fuere, se imponga una consecuencia 
que implique la privación de la libertad del sujeto.
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No son asimilables, en modo alguno y por 
lo tanto, pues parten de presupuestos 
a b s o l u t a m e n t e d i s t i n t o s , l a 
responsabilidad personal subsidiaria por 
impago de pena de multa y la hipotética 
prisión o privación de libertad por el 
incumplimiento de una obligación de 
naturaleza contractual.


Tal y como se ha anticipado en líneas 
p receden tes , l a responsab i l i dad 
subsidiaria objeto de análisis nace 
c u a n d o e l p e n a d o n o a b o n a 
“voluntariamente o por vía de apremio” la 
multa impuesta, con lo que del tenor 
literal previsto en el art. 53 CP deriva la 
previsión de que en caso de que el 
penado no lleve a cabo de modo directo y 
voluntario el pago en el plazo temporal 
concedido se practiquen actuaciones 
ejecutivas por parte del órgano judicial a 
fin de localizar bienes pertenecientes al 
penado y así hacer pago por vía forzosa, 
o apremio, del quantum  fijado como 
pena de multa. Es decir, se constata la 
previsión legal y procedencia, a fin de 
asegurar la efectividad del pago de la 
multa impuesta, que se lleve a cabo una 
actividad indagatoria o de averiguación 
del patrimonio del sujeto penado en el 
caso de que no se realice pago voluntario, 
pues la responsabi l idad personal 
subsidiaria sólo se impone si el sujeto es 
absolutamente incapaz y no tiene 
recursos para hacer frente al pago de la 
multa como pena impuesta en el proceso.


Así, de acuerdo a los términos del art. 
53 CP, se ha de concluir que para 
imponer la responsabilidad personal 

s u b s i d i a r i a e s p r e s u p u e s t o 
indispensable que el sujeto no pueda 
pagar la multa, esto es, que el penado 
s e e n c u e n t re e n s i t u a c i ó n d e 
insolvencia2,  que quede plenamente 
acreditada la insolvencia pues, definida 
ésta por la RAE como la “incapacidad 
para pagar una deuda”, a lo que habría de 
añadirse, en este caso, por carecer de 
recursos económicos una vez practicadas 
actuaciones judiciales de averiguación en 
tal sentido.


Cabría plantearse en este punto la 
posibilidad de incurrir en delito de 
insolvencia punible o alzamiento de 
bienes tipificado en el art. 257 CP si el 
s u j e t o d e m o d o i n t e n c i o n a d o y 
p lenamente consc ien te vac ía su 
patrimonio con la finalidad de impedir o 
dificultar un embargo iniciado o de 
previsible ejecución, como sería la 
actuación ejecutiva tendente a realizar el 
pago de la pena de multa no satisfecha 
voluntariamente. En tal situación, sin 
embargo, considero, de acuerdo a los 
términos en que la responsabilidad 
personal subsidiaria aparece redactada 
legalmente, donde el legislador contempla 
firmemente la posibilidad de que el pago 
de la pena de multa resulte frustrado por 
la directa voluntad del penado, lo que 
m o t i v a e l n a c i m i e n t o d e t a l 
responsabilidad, que tal situación no 
habría de dar lugar al nacimiento de un 
tipo penal distinto y autónomo.


Anal izado, pues,  respecto a la 
responsabilidad personal subsidiaria por 
impago de multa el principio de legalidad, 
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2 ROCA AGAPITO, L.  La responsabilidad personal subsidiaria por impago de la pena de multa (Estudio 
histórico-comparado, dogmático y político-criminal). Ed. Lex Nova. Valladolid, 2003. p. 387.
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tanto en su perspectiva formal como 
mater ial y aspectos adyacentes, la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo se ha 
encargado de depurar los principios que 
deben regir en la aplicación práctica de tal 
responsabilidad, especialmente en lo 
relativo a los requisitos internos que debe 
cumplir la resolución judicial que la 
establece.


En tal sentido, es exigido el cumplimiento 
de un principio de motivación específica, 
especialmente referido a los supuestos 
de responsabilidad personal derivada de 
impago de pena de multa proporcional, 
que no puede ser superior a un año de 
privación de libertad (art. 53.2 CP), tal y 
como recuerda la Sentencia del Tribunal 
Supremo nº 578/2012 (Sala 2ª secc. 1ª) de 
26/6/2012, pues ello “no es una cuestión 
menor: se está hablando de un año más de 
privación de libertad sobre el total de cuatro 
años impuestos”. Así, por el órgano judicial 
se habrán de consignar en la sentencia 
condenatorio los motivos y razones 
concretas, en su caso, con indicación de 
cálculos efectuados, para alcanzar la 
conclusión del periodo temporal concreto en 
que se fija la responsabilidad personal 
acordada.


De igual forma, con posterioridad, la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo, en sentencia 
nº 796/2016 de 25/10/2016 ha confirmado la 
vigencia de este principio, y ello poniéndolo 
en directa relación con el Acuerdo del 
Pleno no Jurisdiccional de 1 de marzo de 
2005, el cual determinó que el periodo de 
responsabil idad personal subsidiaria 
impuesto, por la vía del art. 53.2 CP., debe 
ser sumado a la pena de prisión impuesta a 
los efectos del art. 53.3 CP., el cual prevé 
c o m o r e g l a d e c i e r r e q u e “ e s t a 

responsabilidad subsidiaria no se impondrá 
a los condenados a pena privativa de 
libertad superior a cinco años”.


Cabe citar al menos, no siendo desarrollado 
su estudio a causa de la limitación de 
extensión del presente, las Sentencias del 
Tribunal Supremo que confirman y examinan 
la limitación prevista en el art. 53.3 CP como 
serían la nº 924/2009 de 7 de octubre de 
2009 o, de modo más reciente, la dictada en 
fecha 10 de octubre de 2018.


Por último, íntimamente ligado al principio 
de motivación específica cabe citar el 
principio de proporcionalidad en la 
aplicación efectiva de la responsabilidad 
personal subsidiaria. Dicho principio, 
especialmente relacionado con la 
previsión del art. 53.2 CP, aun cuando no 
está expresamente recogido en la CE ha 
sido depurado en su efectiva vigencia por 
la jurisprudencia. De hecho, como se 
expresa en la STS de 18 de junio de 1998, 
y se repetía en la 500/2004, de 20 de abril, 
tal principio es el "... eje definidor de 
cualquier decisión judicial...(...), porque toda 
decisión judicial en cuanto que es fruto de 
una valoración de posturas opuestas -decir 
y contradecir- debe de venir dictada por la 
ponderación entre los bienes en conflicto”. 

Bibliografía


• COBO DEL ROSAL. M,  VIVES ANTÓN 
T.S, Derecho Penal: parte general. Ed. 
Tirant lo Blanch, 1991.


• ROCA AGAPITO, L.  La responsabilidad 
personal subsidiaria por impago de la 
pena de multa (Estudio histórico-
comparado, dogmático y político-
criminal). Ed. Lex Nova. Valladolid, 2003.


BO
LE

TI
N

IN
FO

RM
AT

IV
O

   
SE

PT
IE

M
BR

E 
20

20



47

09
SUMARIO: 

I. INCOACIÓN


II. REQUERIMIENTO


III. INCOMPARECENCIA DEL PENADO


IV. IMPAGO 


V. INSOLVENCIA 


VI. SOLVENCIA SOBREVENIDA 


VII. NOTIFICACIÓN PERSONAL 


VIII. MULTA IMPUESTA POR DELITOS 
LEVES 


IX. ARCHIVO PROVISIONAL 


X. INCUMPLIMIENTO DE LOS TRABAJOS 
EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD


I.INCOACIÓN 

Dispone el artículo 985 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal que la ejecución de 
las sentencias en causas por delito 
corresponde al Tribunal que haya dictado la 
que sea firme. Por lo tanto, una vez la 
sentencia de condena es firme, procede 
iniciar de oficio su ejecución, sin que 
ninguna de las partes tenga que solicitarlo. 
Es decir, hecha la declaración de firmeza de 
la Sentencia condenatoria, se procederá de 
oficio a ejecutarla, incluso aunque el reo 
esté sometido a otra causa. 


Para ello, se dicta el auto que incoa la 
ejecutoria penal y que tiene un triple 
objetivo. Por un lado, informar justamente a 
las partes del inicio de la ejecución penal. 
Por otro, acordar la práctica de las 
di l igencias para l levar a efecto los 
pronunciamientos contenidos en la 

LA EJECUCIÓN DE LA PENA DE 
MULTA

MIGUEL BUENO BENEDÍ 
Letrado de la Administración de Justicia
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sentencia. Y, por último, acordar requerir al 
condenado de las penas impuestas. 


Y esto tanto si hay conformidad del 
condenado como si no. La diferencia está 
en que en el caso de que no hubiera 
existido conformidad, la Sentencia deberá 
ser firme y en el Auto que incoa la ejecutoria 
se acordará citar al penado para efectuarle 
el requerimiento, mientras que en el caso de 
que se hubiese conformado con la pena 
solicitada, se aprovechará que está presente 
en dependencias judiciales para practicarle 
el requerimiento en ese mismo momento.


II. REQUERIMIENTO. 

En el requerimiento se deberán practicar las 
siguientes actuaciones:


-Se le comunicará el número de cuenta al 
que debe realizar el pago y se le informará 
de las formas de pago (ingreso en oficina 
bancaria, en efectivo a través de un cajero 
automático, por transferencia…). Es decir, 
se le informa que el pago deberá 
efectuar lo ingresando la cant idad 
c o r r e s p o n d i e n t e e n e l B A N C O 
SANTANDER, en cualquier sucursal de 
cualquier localidad, a través de las 
siguientes formas de pago: O bien 
mediante ingreso en efectivo, en el número 
de cuenta XXXX.0000.78.XXXX.XX, 
indicando en el concepto su nombre y 
DNI/NIE/Pasaporte, tanto en Oficina como 
en el cajero automático. O bien, por 
transferencia bancaria, ordenando la 
transferencia al número de cuenta XXXX.
1846.42.0005001274, consignando los 
siguientes datos: en ordenante: su nombre 
y DNI/NIE/Pasaporte; en beneficiario: el 
Juzgado que está ejecutando; y, en 
concepto: el número de cuenta XXXX.
0000.78.XXXX.XX.


-Se le informará que deberá pagar la 
totalidad en el plazo de un mes, o hasta la 

fecha límite que se hubiera minutado. No 
obstante, en el caso de que manifieste que 
no puede abonarlo en el plazo de un mes, 
se le darán los plazos máximos que 
subsidiariamente se hayan minutado. En el 
caso de que manifieste que no puede 
abonar tal cantidad se le requerirá para 
que aporte justificación documental a 
través de su abogado y proponga un plan 
de pagos en un plazo máximo de 10 días y 
con el apercibimiento de que, para el caso 
de que no lo aporte, se entenderá que el 
fraccionamiento dado es el que le haya 
sido fijado por el Juzgado.


-Se le informará, en caso de que se hayan 
fijado plazos mensuales, de que el pago 
debe efectuarse dentro de cada mes, 
siendo indiferente el día concreto en el que 
realice el ingreso.


-En aquellos casos en los que se le 
conceda el fraccionamiento del pago de la 
multa, podemos encontrarnos dos 
supuestos:


1.Que se le haya concedido una fecha 
máxima para abonar la cantidad. En ese 
caso, se le informará de que podrá hacer 
el pago de una sola vez o en tantas 
cuotas como crea conveniente. Y se le 
apercibirá de que si llegado el día 
señalado no ha pagado la cantidad 
correspondiente y no dispone de bienes 
susceptibles de ser embargados, se le 
podrá imponer una responsabilidad 
personal subsidiaria (R.P.S. en adelante) 
de prisión o trabajos en beneficio de la 
comunidad (o localización permanente si 
se tratara de un delito leve).


2.Que se le haya concedido el pago por 
cuotas mensuales. En este supuesto, se 
le informará que en caso de impago de 
dos cuotas consecutivas o cuatro no 
consecutivas perderá el beneficio del 
pago fraccionado, siéndole reclamado el 
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total, y si no lo abona se acordará el embargo de bienes. Y en el caso de que carezca de 
los mismos, se impondrá la R.P.S.


-Se le informará de que, si empeorase su situación económica a lo largo de la ejecución, de 
modo que no pueda hacer frente a las cuotas dadas, deberá comparecer ante el Juzgado y 
acreditarlo documentalmente. Solicitando un nuevo fraccionamiento que en ningún caso 
podrá superar los dos años.


-Por último, y dado que la Ley exige el consentimiento del penado para la imposición de los 
trabajos en beneficio de la comunidad, es conveniente que en este trámite se le pregunte si 
presta o no éste consentimiento a los efectos de imponerle la R.P.S. ante un eventual 
impago de la pena de multa.


III. INCOMPARECENCIA DEL PENADO. 

Si no comparece, por hallarse en paradero desconocido se resolverá de la siguiente manera, 
según el supuesto:


-En caso de que haya sido requerido previamente o conste que le fue notificada 
personalmente la sentencia, se acordará practicar averiguación patrimonial, embargo, y se 
seguirán los trámites de la R.P.S.


-En caso de que no haya sido requerido ni conste la notificación personal de la sentencia, se 
acordará la busca, detención y personación para proceder al requerimiento de pago.


Es importante destacar que solamente será necesario requerir de pago al penado cuando no 
haya sido previamente requerido ni se le haya notificado la sentencia de condena.


IV. IMPAGO 

Una vez constatado el impago de las dos cuotas consecutivas o de las cuatro no 
consecutivas, o bien superado el plazo máximo concedido para el pago de la totalidad de la 
multa, se dictará diligencia de ordenación dando por vencidos los plazos y acordando hacer 
una averiguación patrimonial a través del Punto Neutro Judicial para unir a la causa la 
información patrimonial actualizada del condenado. Tras esto, será el Letrado de la 
Administración de Justicia el que, a la vista del resultado de la información patrimonial 
obtenida, decidirá si procede embargar bienes.


En caso de que tenga bienes susceptibles de embargo, se embargarán conforme a lo 
dispuesto en la Ley. Pero, en caso de que no tuviese bienes susceptibles de embargo, se 
unirá a la causa hoja histórico-penal actualizada para resolver sobre la aplicación de la R.P.S., 
dando cuenta del resultado.


Hay que tener en cuenta que, efectos prácticos, se considerará como supuesto de impago 
cuando el penado esté abonando una responsabilidad civil y haya superado el plazo de dos 
años fijado por el Código Penal sin haber satisfecho íntegramente aquella.
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V. INSOLVENCIA 

En aquellos supuestos en los que, a la vista 
de la información patrimonial obtenida, sea 
manifiesta la situación de insolvencia, 
podemos encontrarnos con dos supuestos 
en función de la información histórico-penal 
obtenida.


-Si no constan antecedentes penales, se 
dictará auto de insolvencia y R.P.S. sin 
más trámites.


-En el caso de que tuviera antecedentes 
penales y la pena no fuera susceptible de 
ser suspendida, se dará traslado al 
Ministerio Fiscal, a la defensa y, en su 
caso, a la acusación particular, a fin de 
que formulen alegaciones.


VI.SOLVENCIA SOBREVENIDA 

El art. 53 del CP no prevé expresamente 
nada acerca de esta situación. Existen 
diversas opiniones, pero en nuestro caso, 
nos decantamos por entender que existirá 
una suerte de cumplimiento mixto en el que 
un primer plano de ejecución de la pena 
consistiría en el abono parcial de la multa y 
un segundo se materializará a través de la 
correspondiente R.P.S. Es decir, se trata de 
recalcular la R.P.S. en función de lo pagos 
de la multa que realice1.


VII. NOTIFICACIÓN PERSONAL 

El auto imponiendo la R.P.S. al penado se 
notificará personalmente al mismo, y en el 
caso de que se hayan impuesto trabajos en 
beneficio de la comunidad se informará a 
aquél que la no realización de los mismos 

implicará que en todo caso el cumplimiento 
de los días pendientes se realizará como 
pena de prisión.


El oficio que deberá remitirse al S.G.P.M.A. 
se librará el mismo día de la notificación 
personal, que tendrá en cuenta el último 
domicilio dado en ese momento.


VIII. MULTAS IMPUESTAS POR DELITOS 
LEVES 

En el caso de que se trate de una pena 
impuesta por delitos leves, la R.P.S. se 
cumplirá como localización permanente, o, 
en su caso, como trabajos en beneficio de 
la comunidad. Esta R.P.S. por impago de 
multa tendrá naturaleza menos grave o leve, 
según la que corresponda a la pena que 
sustituya (art. 33.5 CP)2.


IX. ARCHIVO PROVISIONAL. 

La ejecutoria se archivará provisionalmente 
cuando se haya pagado íntegramente la 
pena de multa o cuando se hubiese 
impuesto una R.P.S. como prisión con 
suspensión y se le hubiese notificado 
personalmente. También cuando se 
hubiesen impuesto los trabajos en beneficio 
de la comunidad como R.P.S. hasta que 
cumpla.


X. INCUMPLIMIENTO DE LOS TRABAJOS 
EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD. 

La cuestión ha dado un giro recientemente, 
en la STS 603/2018 de la Sala 2ª de 28 de 
noviembre de 2018, que dispone que «nos 

1 JAREÑO LEAL, La pena privativa de libertad por impago de multa, Editorial Civitas, 1994, España. 
2 JIMÉNEZ SALGADO/ PUCHOL AIGUABELLA, Los delitos leves, su número, caracteres y enjuiciamiento, 
Revista La Ley Penal, Nº 117, Sección Estudios, noviembre-diciembre de 2015, Editorial Wolters Kluwer.
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encontramos ante la imposición de una pena privativa de 
libertad, ya que así califica el artículo 35 del Código Penal a la 
denominada responsabilidad personal subsidiaria por impago de 
multa. Y cuando se habla de que esa pena se pueda "cumplir" 
mediante los trabajos en beneficio de la comunidad, lo hace 
como acuerdo del juez o tribunal "previa conformidad del 
penado". Es decir, se trata de un supuesto de suspensión de la 
pena privativa sometida a esa condición aceptada por el 
penado. Pues bien, cuando de incumplimiento de condiciones 
de suspensión de la pena se trata, el ordenamiento jurídico 
establece la consecuencia que corresponde imponer. Así el 
artículo 84 del Código Penal prevé la posibilidad de tal 
suspensión de la ejecución de la pena a, entre otras, la 
condición de realizar trabajos en beneficio de la comunidad. Y, a 
su vez, el artículo 86 prevé las posibles consecuencias 
anudadas por el legislador a las diversas hipótesis descritas en 
sus apartados 1 y 2. (...) la consecuencia será la revocación de la 
suspensión y la ejecución de la pena suspendida. Eso sí, se 
cuida de exigir el legislador para tan drástica respuesta, siempre 
que el incumplimiento sea grave y reiterado. Porque, si no 
alcanza tal intensidad el incumplimiento, la consecuencia se 
mitiga en el apartado 2 del mismo artículo 86. Modificar las 
condiciones o prolongar la duración del plazo de suspensión».
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10 EL CANON DE 
INVESTIGACIÓN PENAL 

SUFICIENTE Y EFICAZ A LA 
VISTA DE LA SENTENCIA DE 

PLENO DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL nº 

87/2020, de 20 de julio. 
MONTSERRAT VALDERRAMA ROMERO 

Jueza sustituta adscrita al Tribunal Superior de Justicia de la 
Cataluña

I. INTRODUCCIÓN. 

El derecho a la tutela judicial efectiva reconocido en el art. 24 de la 
Constitución, en todas sus vertientes, ha sido estudiado profusamente 
por la doctrina, dando lugar también a una más que abundante 
jurisprudencia. Sin embargo, no ha sido hasta la reciente sentencia 
sobre la que pivota este artículo que el Tribunal Constitucional se ha 
hallado ante un supuesto que le ha permitido delimitar, por primera 
vez, los compases exigibles a una investigación penal para que pueda 
considerarse suficiente y eficaz y, en consecuencia, satisfaga el 
derecho a la tutela judicial en su enfoque de derecho de acceso a la 
jurisdicción a través del ejercicio de la acción penal, ya sea en virtud 
de querella o denuncia. 

Y aunque su pronunciamiento sobre el tema se ha basado en la 
relevancia constitucional que presentaba el asunto concreto, al versar 
sobre una materia tan sensible como el maltrato habitual en el ámbito 
de la violencia de género, que suele acontecer en el ámbito de 
privacidad propio e íntimo de las relaciones de pareja y afectar a 
personas especialmente vulnerables, las reflexiones y directrices 
ofrecidas por el TC son plenamente extrapolables a cualquier hecho 
presuntamente delictivo puesto en conocimiento judicial. 

Con la pretensión de lograr una mejor comprensión de este 
comentario, se empezará por hacer una sinopsis del supuesto fáctico, 
siguiendo con un resumen de las posiciones de las partes a través del 
proceso seguido hasta llegar al amparo. A continuación, se proseguirá 
con la exposición de los argumentos y decisión adoptados por el TC y 
se finalizará con una recapitulación sobre las pautas o directrices que 
suministra, aplicables a todo tipo de instrucción, citando una serie de 
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resoluciones dictadas con anterioridad por la jurisprudencia menor que, en la misma línea 
apuntada ahora por el TC, vienen avalando la necesidad de que los Juzgados de 
Instrucción acometan una investigación que, lejos de la superficialidad, profundice en la 
averiguación de los hechos y, en esencia, practiquen todas las diligencias objetivamente 
pertinentes –atendiendo al caso concreto- para obtener los indicios que permitan constatar 
o descartar los hechos delictivos denunciados.  

II. RESUMEN DEL SUPUESTO FÁCTICO. 

Según se explica en la sentencia, la demandante de amparo había formulado denuncia 
contra su esposo, relatando que desde que el denunciado, cuatro meses antes a la 
presentación de la denuncia, abandonara el domicilio familiar, estaba intentando obligarla a 
salir de éste y a firmar una propuesta de convenio regulador que le era desventajosa, para 
lo cual le dificultó el acceso al patrimonio ganancial, habiéndole hecho sólo dos 
transferencias bancarias desde que se marchara; que al fracasar en su pretensión, le 
advirtió con descubrir a la hija de la denunciante una información secreta sobre su 
concepción; que el denunciado, el mes anterior, había cambiado la cerradura de la puerta 
de una vivienda privativa del mismo, utilizada por la denunciante y su hija durante las 
vacaciones estivales, enviando además a la hija de la denunciante diversos correos 
electrónicos en que tildaba a la denunciante de ladrona, psicópata y parásito; y que el 
denunciado, a lo largo de los años de convivencia, le había proferido gritos y recriminado 
su poca valía y sus presuntos problemas psicológicos, lo que le acarreó una depresión por 
la que estaba recibiendo tratamiento farmacológico y terapéutico, acompañando a la 
denuncia documentación que acreditaba que el denunciado le manifestaba su 
arrepentimiento. 

III. ITER PROCESAL Y POSICIONES DE LAS PARTES. 

El Juzgado de Violencia sobre la Mujer al que correspondió el conocimiento de la denuncia 
incoó diligencias previas y, tras oír a la denunciante y al denunciado, acordó por auto de 
11/07/18 el sobreseimiento provisional y archivo de las actuaciones, basándose en la 
existencia de versiones contradictorias, el carácter esporádico de la convivencia, el hecho 
de presentarse la denuncia después de que el denunciado interpusiera la demanda de 
divorcio, el carácter privativo de la vivienda cuya cerradura cambió el denunciado y la falta 
de relevancia penal de los hechos.  

Se daba la circunstancia de que la denunciante se había personado como acusación 
particular y había solicitado la práctica de determinadas diligencias, entre las que se 
encontraba la relativa a emisión de informe pericial psicológico en base al certificado 
médico extendido unos meses atrás y en el que se hacía constar que aquélla presentaba 
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un estado depresivo reactivo a la consolidación de maltrato psicológico, petición respecto 
a la que el Juzgado, inicialmente, postergó pronunciarse hasta después de recibir 
declaración al investigado y, tras ser escuchado este último, obvió resolver. Asimismo, el 
Juzgado había acordado el cotejo judicial de los mensajes recibidos por la denunciante, 
que no se llegó a realizar. 

La acusación particular, disconforme con la decisión de sobreseimiento, la recurrió en 
apelación, invocando la infracción de los principios básicos del Convenio de Estambul. En 
síntesis, alegó que existían indicios suficientes de la comisión de un delito continuado de 
coacciones y de un delito de maltrato psicológico en el ámbito de la violencia de género, 
que no se habían practicado diligencias relevantes oportunamente solicitadas, que el auto 
impugnado se apoyaba en asertos no contrastados y equivocados y que el contenido de 
los mensajes y correos remitidos por el denunciado revelaban hechos delictivos.   

El Ministerio Fiscal se adhirió al recurso, al concebir prematuro el archivo del 
procedimiento por existir diligencias de investigación solicitadas por la acusación 
particular, pendientes de practicar y susceptibles de esclarecer los hechos, de tinte 
delictivo.   

Por su parte, la defensa del investigado impugnó el recurso, sosteniendo que lo único que 
se deducía era un conflicto entre las partes vinculado a la ruptura del matrimonio y que el 
parte médico indicado de contrario sólo recogía un comentario de la denunciante, hecho 
años atrás, por lo que carecía de importancia.    

El auto de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 27ª, de 25/10/18, confirmó la 
decisión de instancia, haciendo hincapié, respecto a las presuntas coacciones, en la falta 
de corroboraciones periféricas y la ausencia de relevancia penal de los hechos ante un 
contexto de crisis matrimonial; y en cuanto al aparente delito de maltrato psicológico, en el 
dato de que los mensajes en que el investigado se autoinculparía de ser un maltratador 
psicológico era insuficiente, por sí solo, para valorarlo como indicio de delito, sopesando 
en último término que el informe médico únicamente se mencionaba preocupación y 
depresión por la denunciante ante el hipotético maltrato verbal que refería recibir del 
investigado. Concluyó, por ello, en que no se advertía ninguna posible diligencia de 
investigación provechosa para la comprobación de los hechos. 

Ante el cierre de la causa, se interpuso por la denunciante demanda de amparo, basada 
en que ambas resoluciones vulneraban su derecho a la tutela judicial efectiva por impedir 
la investigación efectiva de los hechos en cuanto fue clausurada prematuramente y por no 
ofrecer una motivación bastante ni apropiada.  

IV. ARGUMENTOS Y DECISIÓN DEL TC 



55

El TC, tras recordar las notas características del derecho a la tutela judicial efectiva desde 
el prisma de acceso a la jurisdicción -repetidas hasta la saciedad en la doctrina y en 
múltiples resoluciones judiciales- y que, en suma y significativamente, se compendian en el 
derecho del querellante o denunciante a poner en marcha un proceso penal y a obtener una 
respuesta razonable y fundada en derecho –no a que se inicie la instrucción en todo caso, 
ni a una práctica ilimitada de diligencias-, subraya que cuando el órgano judicial dicta un 
auto de terminación anticipada del proceso –ya se trate de sobreseimiento libre o 
provisional-, la efectividad del derecho a la tutela judicial converge con la suficiencia de la 
investigación, de manera que es imprescindible no sólo que esa decisión esté motivada y 
jurídicamente fundamentada, sino también que la investigación de los hechos denunciados 
haya sido suficiente y efectiva. Y para determinar si la instrucción cumple esos criterios hay 
que examinar las circunstancias concretas del caso. 

Es más, con copiosa cita de sentencias del TEDH, insiste en la exigencia impuesta a los 
órganos judiciales para que acentúen su deber de actuación diligente y de profundización 
en la investigación de los hechos con apariencia delictiva cuando se produzcan en el 
entorno de la violencia de género o familiar, por afectar a personas especialmente 
vulnerables, acordando de oficio y practicando con rapidez las diligencias de indagación 
racionalmente aptas, suficientes y adecuadas para escudriñar la realidad de los hechos, así 
como las medidas de protección oportunas de la víctima en caso necesario. 

Además, cuando las versiones de las partes sean contradictorias, en virtud del canon 
reforzado impuesto de suficiencia y eficiencia de la investigación, el Juez no sólo habrá de 
agotar las diligencias que se muestren razonables, sino que habrá de examinar las 
particulares circunstancias de la declaración de la víctima como testigo de los hechos y 
hacer balance de los detalles para distinguir posibles situaciones de móviles espurios de 
otras que supongan emociones engendradas por la victimización, a fin de fundamentar, en 
su caso, el archivo de la causa. 

En aplicación de las consideraciones expuestas, el TC aprecia que, ante la denuncia de 
unos presuntos delitos de coacciones y maltrato psicológico habitual relacionado con la 
violencia de género, el Juzgado instructor se limitó a recibir declaración a la denunciante y 
al denunciado y no se pronunció sobre la pertinencia o improcedencia de las diligencias de 
investigación solicitadas por la primera para acreditar el maltrato psicológico, a pesar 
reservar su decisión al resultado de la declaración del investigado y de que la denunciante 
había aportado documental consistente en certificado médico que venía a indicar su 
afectación por un estado ansioso depresivo y la prescripción de medicación. Tampoco 
practicó el cotejo judicial de los mensajes que había acordado, ni efectuó una indagación 
sobre el contenido de los mismos ni respecto a la situación de coerción económica referida 
por la denunciante. 

Siendo ello así, ante la falta de pronunciamiento y motivación de las resoluciones judiciales 
y al revelarse factible la práctica de diligencias idóneas para progresar en la investigación, 
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el TC concluye en la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva de la denunciante, 
al no haberse visto satisfecho su derecho a obtener una investigación suficiente y eficaz, 
anulando aquéllas. 

V.RECAPITULACIÓN.  

En definitiva, el TC determina la necesidad de acometer una investigación suficiente y 
eficaz, ante una denuncia o querella en que se narren hechos con apariencia delictiva, y 
delimita las pautas que imponen la suficiencia y la eficacia, de suerte que se cumpla el 
derecho a la tutela judicial efectiva.  

En un primer plano, impone al Juzgado de Instrucción acordar y practicar -a instancia de 
las acusaciones pública y particular, pero también de oficio- la batería de diligencias de 
indagación que, en relación al supuesto planteado, se presenten objetivamente como 
posibles, adecuadas y pertinentes para corroborarlos o desterrarlos. 

De esta guisa, y sobre todo cuando las versiones ofrecidas por denunciante y denunciado 
son de signo opuesto –particularmente, en relación a hechos relacionados con la violencia 
de género o familiar, que han de ser analizados con un tamiz más exquisito-, si de las 
circunstancias del supuesto se deriva la posibilidad de practicar diligencias útiles a los fines 
de la instrucción, habrán de disponerse, sin dilaciones, cuantas sean necesarias antes de 
decidir –en su caso- el sobreseimiento de la causa, que siempre deberá acordarse de 
forma motivada y jurídicamente fundada. Ello implica que se valoren de manera 
conveniente los argumentos de cierre, conectándolos con las circunstancias concretas de 
cada caso.   

Pero es que, además, el Juzgado instructor debe pronunciarse expresamente sobre la 
idoneidad o impertinencia de las diligencias de investigación solicitadas tanto por las 
acusaciones como por la defensa, razonando motivadamente la denegación en el supuesto 
de que se consideren irrelevantes.  

En esta línea, parece conveniente, a priori y dependiendo de los hechos denunciados, 
llevar a cabo –de entre las más frecuentes- las testificales de quienes pueden dar noticia 
de los hechos por haberlos presenciado, librar los oficios oportunos para se aporte a las 
actuaciones cualquier documental susceptible de verificar aquéllos o acordar la emisión de 
informe pericial psicológico cuando se aporte, más allá de realizarse referencias de parte 
sin apoyo indiciario, algún principio de prueba del que trascienda un posible menoscabo 
psíquico o violencia psíquica por el que la denunciante haya precisado asistencia 
facultativa y/o ingesta de medicación –como podría ser un parte médico que objetivara 
señales o sintomatología de ese tipo y que no sólo se limitara a incorporar la mera 
narración o afirmaciones de la persona que es visitada-.   
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En el sentido de exigir el agotamiento de la instrucción –practicando las diligencias 
testificales, documentales, periciales o de cualquier otro tipo que sean acertadas y 
eficaces- y de resolver sobre la petición de diligencias, son numerosas las 
resoluciones dictadas por la jurisprudencia menor que vienen incidiendo en la 
necesidad tanto de una como de la otra. La misma Sección 27ª de la Audiencia 
Provincial de Madrid –que dictó el auto anulado en amparo-, en autos de 26/06/19, 
02/06/2020, y 30/06/2020, con fundamento también en el Convenio de Estambul, 
revoca las resoluciones de archivo dispuestas por el Juzgado de Violencia de Género 
a aquellos fines; en semejante sentido se pronuncia la Audiencia Provincial de 
Pontevedra, Sección 4ª, de 10/03/2020 y 16/07/2020.   



58

11 ‘MEDIDAS TECNOLOGICAS EN LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA  

POR CAUSA DEL COVID 19 versus 
PRINCIPIO DE INMEDIACION.  

ASPECTOS JURISPRUDENCIALES’
NURIA JURADO ROMÁN 

Jueza Sustituta Adscrita al Tribunal  Superior de Justicia de la  
Comunidad Valenciana

1.- INTRODUCCIÓN 

La celebración de actuaciones judiciales telemáticas se regula a través una Guía de fecha 27 
de mayo de 2020 aprobada por la Comisión Permanente del Consejo General del Poder 
Judicial. Dos meses después, concretamente el día 31 de julio de 2020 se aprueba el Proyecto 
de Ley de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de 
la Administración de Justicia (procedente del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril).  

Cabe recordar que el día 14 de marzo de 2020, el Consejo de Ministros aprueba el Real 
Decreto 463/2020, que declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada con motivo del COVID-19 (que limita la libertad de circulación de las 
personas y en el ámbito de la Administración de Justicia acuerda la suspensión de los términos 
y plazos procesales hasta el día 4 de junio de 2020, con las solas excepciones necesarias 
para garantizar los derechos reconocidos a todas las personas en el artículo 24CE).  

Se ha realizado un gran y veloz esfuerzo de adaptación, por parte de la Administración de 
justicia y de todos los operadores jurídicos a una nueva e inesperada situación procesal y 
organizativa para garantizar una progresiva reactivación del normal funcionamiento de 
Juzgados y Tribunales. Se ha producido paralización de funciones y aumento de litigiosidad, 
con aprobación de medidas extraordinarias y de coyuntura económica a fin de paliar el impacto 
global de la crisis sanitaria; y día a día se intenta garantizar el derecho de todos los 
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ciudadanos a participar en el proceso de recuperación del Estado social y democrático de 
Derecho en el que vivimos. 

Se han implementado en Juzgados y Tribunales, medidas organizativas y tecnológicas 
necesarias para evitar situaciones de contagio durante la pandemia. El Derecho siempre va 
por detrás de la realidad, dando respuesta a situaciones surgidas en el día a día. Las nuevas 
tecnologías son una respuesta a la demanda de prevención sanitaria originada con el estado 
de alarma. 

Se trata ahora de conjugar las medidas tecnológicas con el principio de inmediación que debe 
garantizarla la comparecencia judicial. Estas medidas evitan la presencia física entre 
investigado-acusado y tribunal, en las vistas; y si la misma es necesaria, debe usarse 
mascarillas faciales y distancia mínima de seguridad de un metro y medio. En determinados 
casos, la presencialidad del investigado o acusado en el ámbito penal en las exploraciones 
médico-forenses, se hace necesaria. Todo ello da respuesta a evitar excesivas 
concentraciones de personas en las sedes judiciales, cuestión ya analizada por nuestro Alto 
Tribunal Supremo en su Jurisprudencia hace años1, y previamente a que ni en nuestras 
mentes pudiéramos tan siquiera imaginar una realidad similar a la vivida en la actualidad. 

2.- PROYECTO DE LEY DE MEDIDAS PROCESALES Y ORGANIZATIVAS COMO 
RESPUESTA A LAS MEDIDAS TECNOLÓGICAS 

El 31 de julio de 2020 se aprueba el Proyecto de Ley de medidas procesales y organizativas 
para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia (procedente del 
Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril), en el Boletín Oficial de las Cortes Generales-
Congreso de los Diputados; este proyecto de ley responde al artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara (en base al texto aprobado por la Comisión de Justicia, tramitado por el procedimiento 
de urgencia, conforme al artículo 75.2 de la Constitución).  

El capítulo III del Proyecto de Ley regula medidas de carácter organizativo y tecnológico en 
relación con la crisis sufrida en la Administración de Justicia, con motivo del estado de alarma. 
Se producen grandes cambios, tales como la celebración de actos procesales 
preferentemente mediante la presencia telemática de sus intervinientes, a fin de garantizar la 
protección física de la salud de las personas, minimizando el riesgo de contagio, y en 
salvaguarda de los derechos de todas las partes del proceso. En la jurisdiccional penal, la 
celebración de juicios se realiza preferentemente mediante presencia telemática, a excepción 
de los procedimientos por delitos graves, o cuando cualquiera de las acusaciones interese la 

1La STS Sala 2ª de 10 de diciembre de 2008 habla del uso del sistema de 
videoconferencias ante situaciones de extrema peligrosidad. 
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prisión provisional, o se solicite pena de prisión superior a dos años, en los que la presencia 
física del acusado será necesaria. 

El Proyecto de Ley también regula la limitación de acceso del público a las actuaciones orales 
en adaptación a las características de las salas de vistas, según su aforo, manteniendo la 
distancia de seguridad de un metro y medio, evitando aglomeraciones y trasiego de personas 
en las sedes judiciales, salvo presencia física imprescindible. 

Se establece un sistema de atención al público y a profesionales por sistema de 
videoconferencia, por vía telefónica o incluso por correo electrónico (mediante cita previa). 

La Disposición Final Tercera del Proyecto de Ley, modifica la Ley 18/2011, de 5 de julio, 
reguladora del uso de las tecnologías de la información y la comunicación en la 
Administración de Justicia, facilitando el acceso remoto a las aplicaciones utilizadas para la 
gestión procesal, fomentando el teletrabajo. 

3. MEDIDAS ORGANIZATIVAS Y TECNOLOGICAS 

El referenciado Proyecto de Ley, en su Capítulo III regula Medidas Organizativas y 
Tecnológicas; y concretamente, en su Artículo 14 regula la celebración de actos procesales 
mediante presencia telemática. 

Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, constituido el juzgado o tribunal en su sede, los actos 
de juicio, comparecencias, declaraciones y vistas y, todos los actos procesales, se realizarán 
preferentemente mediante presencia telemática, siempre que los juzgados, tribunales y 
fiscalías tengan a su disposición los medios técnicos necesarios para ello. 

En el orden jurisdiccional penal será necesaria la presencia física del acusado en los juicios 
por delito grave (conforme a la Jurisprudencia del Tribunal Supremo de años atrás, que se 
verá más adelante). 

Será requerida presencia física del investigado o acusado, a petición propia o de su defensa 
letrada, en el trámite de audiencia regulada en el artículo 505 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, en caso que cualquiera de las acusaciones solicite prisión provisional, o en los 
juicios, cuando alguna de las acusaciones interese pena privativa de libertad superior a los 
dos años, salvo causas justificadas o de fuerza mayor, concurrentes al caso concreto, que lo 
impidan. 

La presencia física del acusado o del investigado conllevará la preceptiva presencia física de 
su defensa letrada (a petición de ésta o del propio acusado o investigado); y serán adoptadas 
medidas suficientes a fin de garantizar, que en el uso de métodos telemáticos, se 
salvaguardan los derechos de todas las partes en el proceso (derecho de defensa de los 
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acusados e investigados en procedimientos penales, derecho a la asistencia letrada, 
derecho de interpretación y traducción, y a la información y acceso a los expedientes 
judiciales, en cuanto derechos de garantía europea aplicables en España). 

El Artículo 15 regula el acceso a las salas de vistas, con la finalidad de garantizar la 
protección de la salud de las personas, hasta el 20 de junio de 2021 inclusive; siendo el 
órgano judicial el que acordará, conforme a las características de las salas de vistas, su 
acceso público a todas las actuaciones orales (siendo viable la emisión de vistas mediante 
sistemas de difusión telemática de imagen y sonido, siempre que se habiliten los medios 
para tal fin). 

El Artículo 16 regula las exploraciones médico-forenses y los equipos psicosociales; hasta 
el 20 de junio de 2021 inclusive, los informes médico-forenses podrán llevarse a la práctica, 
basados únicamente en la documentación médica existente a su disposición (los 
denominados ‘informes a la vista’), que podrá ser requerida a centros sanitarios o a los 
afectados, para que sea enviada por vía telemática; también aplicable a los equipos 
psicosociales de menores y familia y las unidades de valoración integral de violencia sobre 
la mujer; siendo viable, de oficio, o a requerimiento de cualquiera de las partes o del 
facultativo encargado, que el tribunal pueda acordar que la exploración se realice de forma 
presencial. 

El Artículo 17 habilita la dispensa de la utilización de togas en Sala, por parte de los 
profesionales jurídicos en cuanto usuarios de las mismas; hasta el 20 de junio de 2021 
inclusive, los profesionales asistentes a actuaciones orales en Sala, estarán dispensadas 
del uso de togas en las audiencias públicas. 

El Artículo 18 dispone sobre la atención al público y a los profesionales, hasta el 20 de junio 
de 2021 inclusive, en la intervención ante la Administración de Justicia, en cualquier sede 
judicial o de la fiscalía; dicho sistema se habilitará mediante sistema de videoconferencia, 
vía telefónica o correo electrónico habilitado a tal fin (que será objeto de publicación en la 
página web de la correspondiente Gerencia Territorial del Ministerio de Justicia o del órgano 
que determinen las Comunidades Autónomas con competencias en materia de Justicia, y 
que en el ámbito de la jurisdicción militar se encuentra publicado en la página web del 
Ministerio de Defensa en el enlace correspondiente); todo ello en cumplimiento de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales.  

Se habilita el sistema de cita previa.  

El Artículo 19. Órganos judiciales asociados al COVID-19. Conforme a la Ley 38/1988, de 
28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, el Ministerio de Justicia (previo 
informe recabado del Consejo General del Poder Judicial y previa audiencia preceptiva de 
la Comunidad Autónoma afectada), podrá llevar a cabo en la práctica, la transformación de 
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los órganos judiciales pendientes de entrada en funcionamiento en el momento de la 
entrada en vigor del Proyecto de Ley, en órganos judiciales que conozcan exclusivamente 
de procedimientos asociados al COVID-19.  

La Disposición Final Décima, trata el tema de la intervención telemática de notarios y 
registradores, habilitando la intervención telemática notarial y registral, para facilitar la 
prestación de los servicios notariales y registrales, sin necesidad de presencia física.  

La Disposición Final Decimoprimera, refiere sobre las actuaciones telemáticas, que (en 
colaboración con las Comunidades Autónomas con asunción de competencias al servicio 
de la Administración de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General 
del Estado), el Gobierno remitirá a las Cortes Generales, un proyecto de regulador de 
normas para celebrar actos procesales telemáticos (con preservación de garantías 
procesales previstas en el ordenamiento jurídico, así como el derecho de defensa de las 
partes).  

4. ASPECTOS JURISPRUDENCIALES. 

Frente a la situación acaecida con motivo del estado de alarma por el COVID-19, 
únicamente para el caso de testigos-peritos-menores-personas vulnerables-delitos graves, 
se dispone el uso de sedes judiciales con presencia física de los intervinientes, en garantía 
del principio de inmediación en la declaración del acusado.  

En la actual situación, hay principios enfrentados, entre la inmediación y la salud o 
integridad física.  

La presencia digital del acusado/demandado no conlleva mismas garantías del principio de 
inmediación procesal frente a la presencia física. Por ello se confrontan la inmediación a los 
principios de economía procesal, eficacia jurisdiccional y salud pública; se descomponen 
los anteriores esquemas de funcionamiento procesal y hay que reinventar una nueva 
realidad conforme al estado actual.  

El Preámbulo de la Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación en la Administración de Justicia, contiene como destacables, 
cuestiones tales como: el derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas, el derecho 
a la agilización de las comunicaciones, mediante el uso de nuevas tecnologías que se 
convierten en generalidad y normalidad para todos los operadores jurídicos, y la 
ciberseguridad, interconexión e interoperabilidad necesarios para salvaguardar garantías 
en la transmisión de datos sensibles. 

En la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los artículos 123.5, 306, 325, 520.2.c) y 731bis -
reformado por Ley 13/2009, de 3 nov, de modificación de legislación procesal para 
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implantar nueva oficina judicial-, disponen a cerca de las videoconferencias2 en base al 
principio de garantía de los medios de prueba (principio acusatorio-Ministerio Fiscal), que 
suponen grandes ventajas en la Administración de  Justicia3. 

La Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 229.3 -reformado el año 2003-) igualmente 
menciona las videoconferencias, del mismo modo que el Auto del Tribunal Supremo de 2 
febrero 2012, al tratar de la celebración de ruedas de reconocimiento mediante dicho sistema 
de grabación de video y sonido4. 

El artículo 25.2 de la Ley 4/2015 de Estatuto de la víctima del  delito, contempla como posible 
el uso de videoconferencias, en declaraciones, interrogatorios, testimonios, careos, 
exploraciones, informes, ratificación de  periciales y  vistas, en garantía del principio de 
contradicción  inter partes y del derecho de defensa. 

En esta línea de fundamentación legal, nuestro  Alto Tribunal, en Sentencia de la Sala 2ª de 
10 de octubre 2008, dispone en nuestra actual sistema procesal, la celebración mediante 
videoconferencias de actos procesales, en el supuesto de agotar las posibilidades de 
presencia real; casos tales como imposibilidad de comparecencia presencial por encontrarse 
el testigo en lugar remoto, por razones de seguridad, o ante excesivas demoras por 
incomparecencias o repetitivas trabas que se puedan interpretar como obstrucción procesal. 

2 La utilización de la videoconferencia en el ámbito judicial tiene un amplio respaldo legal, en el Derecho interno, 
en el ámbito comunitario y en el Derecho Internacional. 

3 Ventajas tales como, en virtud del principio de economía procesal, el ahorro de tiempo y dinero, reducción de 
desplazamientos, tiempos y costes económicos; en virtud del principio de concentración de las actuaciones 
procesales, se evitan aplazamientos, suspensiones o demoras en los señalamientos de actuaciones judiciales 
por motivos de distancia física, con mejor organización del trabajo en los Juzgados y Tribunales; permite 
subsanar inconvenientes que plantea la quiebra de los principios de concentración e inmediación que se 
produce en casos de admisión de prueba a través del auxilio judicial, nacional e internacional; la posibilidad de 
que sea el Juez que conoce del asunto el que intervenga en la práctica de la prueba y no el órgano del 
domicilio de la parte; la evitación del problema de la victimización secundaria, en supuestos de violencia de 
género y de menores; ahorro de costes sociales (confianza y tranquilidad para la víctima en el reconocimientos 
en rueda); mayor seguridad (al evitar la excarcelación y traslado de presos), y ahorro de tiempo a profesionales 
(policía y abogados).

4 En la comparecencia víctima y acusado, el aislamiento visual de este último, no transgrede el artículo 
229.2LOPJ (el principio de inmediación y pruebas practicadas en presencia de las partes; el acusado escucha a 
los testigos) -STS Sala 2ª de 14 de febrero 2000-.
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La Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala 2ª de 10 de diciembre de 2008 refiere la 
celebración de juicios por videoconferencia, con acusados, en caso de razones extrema 
peligrosidad, por motivo de concentración masiva de personas en las inmediaciones de la 
sede del tribunal y para su evitación -uso por Tribunales Supranacionales-5. 

La STS Sala 2ª de 22 julio de 2009 valora que al llevarse a cabo la actuación procesal 
mediante sistema de videoconferencia, no es posible afirmar que no existió contradicción o 
inmediación, sino que se manifestaron de otro modo plenamente acomodado a la Ley y 
ausente de indefensión. 

Por último, conforme a STS Sala 2ª de 13 de octubre 2010, se analiza (frente al alegato que 
el sistema videoconferencia desvirtúa el objeto de proceso penal de ver y oír la prueba), por 
reiterada Jurisprudencia, la validez plena de la prueba realizada mediante dicho sistema de 
videograbación; entendiendo el Alto Tribunal, que el mismo sustituye la prueba presencial 
(mediante las nuevas tecnologías), permitiendo ver y oír aunque no proporcionalmente a la 
inmediación física.  

Este año 2020 se ha habilitado el mes de agosto en los días comprendidos entre el 11 y el 
31 de agosto, limitando en lo posible las vistas orales, sin perjuicio de aquellas que hayan 
debido celebrarse necesariamente, en atención a su urgencia; se han comunica a las partes 
los señalamientos para dicho periodo con suficiente antelación, preferiblemente antes del 15 
de junio; y se ha limitado o reducido de este modo, al máximo, la práctica de notificaciones 
cuyo plazo precluía entre el 11 y 31 de agosto. 

5. ESPECIAL REFERENCIA A MENORES DE EDAD. 

El artículo 325LEcrim dispone que el juez (de oficio o a instancia de parte) por razones de 
utilidad, seguridad o de orden público, cuando la comparecencia del investigado o 
encausado, testigo, perito, u otros resulte gravosa o perjudicial, podrá acordar que se realice 
mediante videoconferencia conforme al artículo 229.3 de la LOPJ   

La exploración de menores de edad se contempla en la Convención de NNUU de 1989 de 
Derechos del Niño, y en la Decisión Marco del Consejo UE 2001 sobre estatuto víctima.6 

5Se contempla el sistema de videoconferencias en el Estatuto de la Corte Penal Internacional de 17 de julio de 
1998, ratificado por España mediante LO 6/2000, de 4 de octubre, en su artículo 63; en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, hecho en Nueva York el 15 de noviembre 
de 2000, en sus arts. 18.18 y 24.2; y en la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, hecha en 
Nueva York el 31 de octubre de 2003.
6 Posibilita en fase de instrucción proteger derechos víctima, ejercitar derecho de defensa, acordando 
exploración de menores ante el Ministerio Fiscal con grabación y garantía del principio de contradicción.
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Las nuevas tecnologías han posibilitado el sistema de videoconferencia a fin de evitar 
la confrontación visual con el inculpado, por parte del menor de edad, víctima de 
abusos sexuales, en protección de sus derechos; dicha exploración se entiende como 
la única prueba directa sobre los hechos, en garantías del menor; conforme a la 
STEDH 28 septiembre 2010, el sospechoso debe ser informado que se va a oir al 
menor, con derecho de oir la exploración y dirigir preguntas a fin de garantizar el 
principio de contradicción -STC 2ª de 7 noviembre 2011-. 

Una interpretación sistemática de los arts. 707 y 731 bis LECrim concluye que cuando 
el testigo es menor debe automáticamente ope legis, entenderse que su 
comparecencia resulta gravosa o perjudicial y puede acudirse al uso de 
videoconferencia, evitando así, la confrontación visual de los menores con el acusado 
en el juicio; destacando la especial sensibilidad que ha de presidir el trato procesal de 
víctimas y menores de edad. Y las nuevas tecnologías deben garantizar los principios 
de oralidad, publicidad, inmediación, contradicción y defensa, y que no se vulneren 
los derechos a la prueba y a la tutela judicial efectiva. 
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